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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

El Pleno del Consejo Consultivo 
de Castilla y León, reunida en 
Zamora el día 1 de junio de 2023, 
ha examinado el anteproyecto de 
Ley reguladora del modelo de 
atención en los centros de 
carácter residencial y centros de 
día de Servicios Sociales para 
cuidados de larga duración en 
Castilla y León, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sra. Ares González, Consejera y  
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 

 
 

DICTAMEN 147/2023 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

El día 31 de marzo de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el anteproyecto de ley reguladora 
del modelo de atención en los centros de carácter residencial y centros de 
día de Servicios Sociales para cuidados de larga duración en Castilla y León. 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de abril de 2023, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 147/2023, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes 
de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió 
su ponencia a la Consejera Sra. Ares González. 
 

Primero.- El anteproyecto. 
 
El anteproyecto de ley sometido a consulta consta de una exposición 

de motivos y 43 artículos, estructurados en dos títulos. El primero contiene 
16 artículos y el segundo -con siete capítulos- cuenta con 28 artículos. La 
parte final se compone de seis disposiciones adicionales, una disposición 
transitoria, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales. 
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El título I “Disposiciones generales” (artículos 1 a 16), regula las 

disposiciones generales, el objeto y ámbito de aplicación, las definiciones 
de conceptos, los instrumentos de actuación del modelo de atención de 
los centros de carácter residencial y centros de día de servicios sociales 
para cuidados de larga duración, así como los derechos y deberes de las 
personas usuarias. 

 
El título II “Organización de los centros de servicios sociales para 

cuidados de larga duración”, consta de los siete capítulos siguientes:  
 

El capítulo I (artículo 17) “Emplazamiento y entorno de los 
centros de servicios sociales para cuidados de larga duración”, se ocupa 
del emplazamiento y entorno de los centros. 

 
El capítulo II (artículos 18 a 23) “Características de los 

centros de servicios sociales para cuidados de larga duración”, establece 
los requisitos de los centros, dotación de espacios, instalaciones y 
equipamientos con los que deben contar, y su estructura. 

 
El capítulo III (artículo 24) “Funcionamiento de los centros 

de servicios sociales para cuidados de larga duración”, regula el 
funcionamiento de los centros.  

 
El capítulo IV (artículos 25 a 29) “Órganos de dirección y 

asesoramiento en los centros de servicios sociales para cuidados de larga 
duración”, establece la composición y funciones de los órganos de 
dirección y asesoramiento de los centros. 

 
El capítulo V (artículos 30 a 36) “Profesionales en los centros 

y atención sanitaria”, dispone los profesionales con los que deben contar 
los centros y cómo debe ser la atención sanitaria por parte del sistema de 
salud.  

 
El capítulo VI (artículos 37 a 42) “Autorización e inscripción de 

los centros de servicios sociales para cuidados de larga duración”, aborda 
el procedimiento de autorización e inscripción en el Registro de entidades, 
servicios y centros de carácter social. 

 
El capítulo VII (artículos 43) “Régimen Sancionador”, regula el 
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régimen sancionador aplicable. 
 

El anteproyecto contiene seis disposiciones adicionales: 
 
 Disposición adicional primera “Características arquitectónicas 

básicas de los centros autorizados antes de la entrada en vigor de la ley”. 
 
 Disposición adicional segunda “Residencias y viviendas de 

servicios sociales autorizadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
ley para atender a personas con discapacidad”. 

 
 Disposición adicional tercera “Inscripción de oficio en el Registro 

de entidades, servicios y centros de carácter social de Castilla y León”. 
 
 Disposición adicional cuarta “Plan de sujeciones”. 
 
 Disposición adicional quinta “Equiparación de áreas diferenciadas”. 
 
 Disposición adicional sexta “Medidas de transparencia para las 

entidades y empresas titulares de centros residenciales de servicios sociales 
para cuidados de larga duración con financiación pública de la Administración 
Autonómica”. 

 
El anteproyecto presenta una disposición transitoria relativa al régimen 

transitorio de la acreditación de centros. 
 
El texto incluye una disposición derogatoria que establece que “Quedan 

derogadas como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan 
a lo establecido en esta ley, y de forma específica:  

 
 »El Decreto-ley 5/2020, de 18 de junio, por el que se regulan 

las medidas extraordinarias que deben adoptarse en la atención social en los 
centros residenciales de personas mayores y personas con discapacidad en 
Castilla y León para garantizar la protección de usuarios y profesionales ante 
situaciones excepcionales de salud pública declaradas oficialmente.  

 
 »El Decreto 3/2016, de 4 de febrero, por el que se regula la 

acreditación de centros y unidades de convivencia para la atención a personas 
mayores en Castilla y León”. 
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Finalmente, el anteproyecto concluye con siete disposiciones finales: 
 
 La disposición final primera modifica la Ley 16/2010, de 20 de 

diciembre, de Servicios Sociales de Castilla y León. 
  
 La disposición final segunda modifica la Ley 5/2003, de 3 de 

abril, de atención y protección a las personas mayores de Castilla y León. 
 
 La disposición final tercera establece el desarrollo normativo 

relativo a las ratios mínimas de los centros de servicios sociales para cuidados 
de larga duración. 

 
 La disposición final cuarta regula la reutilización de la información 

pública. 
 
 La disposición final quinta se refiere al despliegue del sistema de 

calidad. 
 
 La disposición final sexta habilita a la Junta de Castilla y León 

para aprobar las disposiciones necesarias en desarrollo y ejecución de la 
presente ley. 

 
 Por último, la disposición final séptima establece la entrada en 

vigor de la ley a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial de 
Castilla y León. 
 

Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 
índice de los documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 
 

         - Copia del anuncio de consulta previa a la elaboración del 
anteproyecto publicado en el portal del Gobierno Abierto de Castilla y León el 
1 de marzo de 2021, a los efectos de lo dispuesto en los artículos 75.2 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, la cual se mantuvo abierta hasta el día 15 de 
marzo de 2021 a las 14:00 horas. Consta la realización de aportaciones por 
la Plataforma Social de Valladolid, por Aspace Salamanca, por Amnistía 
Internacional y por un particular (páginas 3 y 4 del expediente). 
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- Documento acreditativo de que la Comisión Delegada para 
Asuntos Económicos ha conocido el 27 de mayo de 2021 el anteproyecto de 
ley con carácter previo al inicio de su tramitación, al amparo del artículo 
5.1.c) del Decreto 37/2019, de 26 de septiembre. 

 
- Copia del anuncio de sometimiento del proyecto al trámite de 

participación ciudadana regulado en la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, que fue publicado 
en el portal de Gobierno Abierto el 30 de abril de 2021. El plazo para realizar 
aportaciones finalizó a las 14:00 horas del 19 de mayo.  

 
- Trámite de audiencia e información pública a través del Portal 

de Gobierno Abierto de Castilla y León desde el día 12 mayo hasta 21, ambos 
inclusive. En este trámite realizaron observaciones los agentes implicados en 
este sector, en especial la Federación de Residencias y Servicios de Atención 
a los Mayores del Sector Solidario (Lares), la Federación de Castilla y León de 
Residencias de la Tercera Edad de carácter privado (Acalerte), distintos 
colegios profesionales, organizaciones sindicales y demás agentes. A todos 
ellos, junto con las residencias, ayuntamientos, diputaciones provinciales, 
municipios de más de 20.000 habitantes y colegios profesionales se les 
remitió un correo electrónico informándoles de dicho trámite y de la puesta a 
disposición del texto para que efectuasen las alegaciones oportunas. 

 
- Trámite de audiencia al a las secciones de personas mayores 

y de personas con discapacidad del Consejo de Servicios Sociales de Castilla 
y León. 

 
- Trámite de audiencia al Consejo de Cooperación Local de 

Castilla y León. 
 
- Trámite de audiencia a las consejerías sobre el anteproyecto, 

en el que efectuaron observaciones las consejerías de Educación, Empleo e 
Industria, Presidencia, Sanidad y Transparencia, Ordenación del Territorio y 
Acción Exterior. 

 
- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Estadística 

de la Consejería de Economía y Hacienda de 7 de julio de 2022, al amparo 
del artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector 
Público de la Comunidad de Castilla y León. El informe, tal y cómo se detalla 
en la memoria, se encuentra precedido de escrito de esta Dirección General 
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de 26 de abril en el que solicita una ampliación de la memoria relativa a 
determinadas cuestiones con incidencia económica y presupuestaria. El 
citado informe de ampliación se remitió el 8 de junio de 2022. El 29 de junio 
se requiere una segunda ampliación de la memoria con carácter previo a la 
emisión del correspondiente informe preceptivo. El 4 de julio de 2022 se 
remite nuevo informe incluyendo los datos solicitados. 

 
- Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 15 de 

septiembre de 2022. 
 
- Informe previo del Consejo Económico y Social de Castilla y 

León de 30 de enero de 2023. 
 
- Memoria del anteproyecto de 29 de marzo de 2023.  
 
- Anteproyecto de ley firmado por el Secretario General de la 

Consejería proponente el 29 de marzo de 2023, sometido a dictamen a este 
Consejo. 

 
- Informe de la Secretaría General de la Consejería proponente 

de 29 de marzo de 2023. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.c) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo al Pleno emitir el dictamen 
según lo establecido en el artículo 19.2 de dicha ley. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 

del anteproyecto de ley. 
 
A) El artículo 50.1 del Reglamento de Organización y Funcionamiento 

del Consejo Consultivo dispone que la solicitud de dictamen se acompañará 
del expediente administrativo foliado y deberá incluir toda la documentación 
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y antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, 
así como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación 
y antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 

 
Para el supuesto de los anteproyectos de ley, ha de considerarse 

documentación necesaria la exigida por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 
3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, en la redacción dada por el artículo 7.3 de la Ley 2/2017, de 4 de julio, 
de Medidas Tributarias y Administrativas.  

 
A este respecto, debe tenerse en cuenta que si bien la Ley 1/2021, de 

22 de febrero, de Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas, ha 
modificado los artículos 75, 76 y 76 bis de la Ley 3/2001, esta modificación 
aún no ha entrado en vigor, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 de 
su disposición final vigesimoprimera, según la cual “Las previsiones del 
apartado 3 del artículo 4 por el que se modifican los artículos 75, 76 y 76 bis 
de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León entrarán en vigor cuando se produzca el 
desarrollo reglamentario al que se refiere la nueva redacción del apartado 7 
del artículo 76 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, que deberá producirse en el 
plazo máximo de un año desde la publicación de la presente ley en el Boletín 
Oficial de Castilla y León”.  

 
Pues bien, conforme al citado artículo 75.3, el anteproyecto, cuya 

elaboración se iniciará en la Consejería competente por razón de la materia, 
y cuya redacción estará precedida de cuantos estudios y consultas se estimen 
convenientes y por el trámite de consulta previa, cuando este proceda de 
acuerdo con la normativa reguladora del procedimiento administrativo común, 
deberá ir acompañado de una memoria que, en su redacción final, deberá 
contener el marco normativo en el que pretende incorporarse, la motivación 
sobre su necesidad y oportunidad, un estudio económico con referencia al 
coste al que dará lugar, en su caso, así como a su financiación, un resumen 
de las principales aportaciones recibidas durante la tramitación y cualquier 
otro aspecto que exija una norma con rango de ley o que se determine 
reglamentariamente.  
 

El apartado 4 de dicho artículo establece que “Una vez redactado el 
texto del anteproyecto, se someterá, cuando éste proceda, al trámite de 
participación previsto en el título III de la Ley 3/2015, de 4 de marzo de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, a través del Portal 



 

 8

de Gobierno Abierto de la Junta de Castilla y León por un plazo mínimo de diez 
días naturales”.  

 
Por otra parte, el apartado 5 del mismo artículo establece en su inciso 

primero que “En aquellos casos en que el texto deba someterse a los trámites 
de audiencia e información pública, conforme a lo previsto en la normativa 
reguladora del procedimiento administrativo común, ambos trámites se 
llevarán a cabo, de manera simultánea, a través del Portal de Gobierno Abierto 
de la Junta de Castilla y León por un periodo mínimo de diez días naturales. 

 
 »Asimismo, si se considera oportuno, podrá también recabarse 

directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por 
ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses 
legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación 
directa con su objeto”.  
 

El artículo 75.6 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, exige que el proyecto se 
envíe a las restantes consejerías para que informen sobre todos los aspectos 
que afecten a sus competencias (cada consejería remitirá también los 
informes de los órganos colegiados adscritos a ella que resulten preceptivos), 
se emita informe de legalidad por los Servicios Jurídicos de la Comunidad y 
se someta, con carácter previo a su aprobación por la Junta de Castilla y 
León, al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
Conviene recordar que la observancia del procedimiento de elaboración 

de las normas constituye un aspecto de singular importancia si se tiene en 
cuenta que el procedimiento, tanto en su vertiente formal como material, 
opera como una garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de la 
disposición de que se trate.   

 
A su vez, hay que considerar que las disposiciones sobre el 

procedimiento de elaboración de las normas que contiene la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas (en adelante, LPAC) no son de aplicación a la iniciativa legislativa 
autonómica de acuerdo con el fallo de la Sentencia del Tribunal Constitucional 
55/2018, de 24 de mayo, recaída en el recurso de inconstitucionalidad núm. 
3628-2016. 
 

En cualquier caso, el Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se 
aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad normativa de la 
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Administración de la Comunidad de Castilla y León, establece en su artículo 2 
que “De conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 42 de la Ley 
2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los ciudadanos en sus relaciones 
con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión 
Pública, el procedimiento de elaboración de los anteproyectos de ley y de los 
proyectos de disposiciones administrativas de carácter general se inspirará 
en los principios de actuación de la Administración Autonómica de eficiencia, 
economía, simplicidad y participación ciudadana y en los principios de calidad 
normativa, necesidad, proporcionalidad, transparencia, coherencia, accesibilidad 
y responsabilidad, en los términos en los que estos principios aparecen 
definidos en la citada Ley”.  

 
Estas previsiones encuentran un desarrollo detallado en la Orden 

ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la que se aprueba la Guía 
metodológica de mejora de la calidad normativa, en aplicación del Decreto 
43/2010, de 7 de octubre. 

 
B) En el caso analizado, sobre la tramitación del procedimiento que 

resulta del expediente remitido se efectúan las observaciones que a 
continuación se exponen: 
 

1. Consta en el expediente documento acreditativo de que la Comisión 
Delegada para Asuntos Económicos ha conocido el anteproyecto de ley con 
carácter previo al inicio de su tramitación, al amparo del artículo 5.1.c) del 
Decreto 37/2019, de 26 de septiembre, por el que se crea y regula esta 
Comisión. 

 
2. No se ha remitido a este Consejo el correspondiente informe de 

necesidad de esta regulación ni los estudios que han precedido a la redacción 
del texto, que posibilitan un mejor conocimiento de los criterios, las 
posibilidades analizadas y el fundamento de determinadas opciones tomadas, 
y facilitan, en su caso, la interpretación del texto proyectado; a ellos se 
refieren tanto el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, como el mencionado artículo 
50.1 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de este Consejo. 

 
A mayor abundamiento, no consta en el expediente la memoria inicial 

ni los diferentes textos del anteproyecto. En la documentación remitida 
únicamente obra la memoria final y el texto final -se presume definitivo- del 
anteproyecto.   
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3. En cuanto al estudio económico, el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, 
de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla 
y León establece que “La tramitación por la Administración de la Comunidad 
de proyectos de disposiciones generales y de anteproyectos de ley, de planes 
y programas de actuación, requerirá la elaboración de un estudio sobre su 
repercusión y efectos en los presupuestos generales de la Comunidad y de 
las previsiones de financiación y gastos que se estimen necesarios, que se 
someterá al informe de la Consejería de Hacienda, que habrá de ser favorable 
para la aprobación de planes y programas de actuación que puedan extenderse 
a ejercicios futuros”. 

 
En este sentido, el artículo 76 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 

Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, establece 
que “Los proyectos de disposiciones administrativas de carácter general que 
deban ser sometidos a la Junta de Castilla y León, contendrán la documentación 
y seguirán la tramitación establecida en el artículo anterior”. Y el artículo 
75.2 dispone que “El procedimiento de elaboración de los proyectos de ley se 
iniciará en la consejería o consejerías competentes mediante la elaboración 
del correspondiente anteproyecto. 

 
»El anteproyecto irá acompañado de una memoria que en su 

redacción final deberá contener: 
 

»(…) c) Un estudio económico con referencia al coste a que dará 
lugar, en su caso, así como a su financiación”. 

 
En este supuesto, falta un estudio económico completo y riguroso de 

la repercusión y efectos en los presupuestos generales de la Comunidad y de 
las previsiones de financiación y gastos que se estimen necesarios.  

 
La memoria analiza, de forma somera, el impacto económico y 

presupuestario de la regulación de los requisitos arquitectónicos y de 
equipamiento, del cambio en los cometidos de los profesionales que prestan 
sus servicios a los centros y de las nuevas ratios de personal. 

 
Por lo que se refiere al impacto de la regulación de los requisitos 

arquitectónicos y de equipamiento, se establece que “Aunque el proyecto de 
ley no impone obligaciones a los centros autorizados anteriormente de 
adecuarse arquitectónicamente a esta nueva realidad, la Gerencia de Servicios 
Sociales, comprometida con este nuevo modelo y promedio de convocatorias 
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europeas de financiación, aprovechando el plan de recuperación, 
transformación y resiliencia, así con presupuesto autónomo, pretende adaptar 
al nuevo modelo de atención los siguientes dentro de gestión propia y con el 
presupuesto previsto. Esto elevará la inversión en los próximos años por 
encima de los 65 millones de euros y la ejecución material de estas 
inversiones se desarrollará hasta 2026”.  

 
Ahora bien, la previsión económica que presenta la memoria se limita 

a los ejercicios 2021, 2022 y 2023. Por tanto, esta dotación -derivada del 
plan de recuperación, transformación y resiliencia, así como de presupuesto 
autónomo- se está ejecutando con anterioridad a la entrada en vigor de la 
futura ley (circunstancia apuntada por el informe del CES). Además, es cierto 
que el anteproyecto no impone obligaciones a los centros autorizados 
anteriormente. Sin embargo, no se analizan los posibles costes derivados de 
los centros nuevos, que tendrán que adaptarse a los nuevos requisitos 
arquitectónicos y de equipamiento, ni se realiza un estudio económico de los 
años posteriores a 2023, es decir, una planificación de los costes que a 
medio o largo plazo exigirá la implantación de las modificaciones en el 
modelo de atención que plantea el anteproyecto. 

 
Por otro lado, no consta un análisis completo de las posibles 

consecuencias de la norma en la estructura del mercado y en la conducta de 
los agentes afectados (usuarios, empresas privadas, la incidencia futura de las 
nuevas ratios de personal para cada uno de los servicios, etc). La evaluación 
de la repercusión en la realidad socioeconómica a la que va dirigida el 
anteproyecto constituye un aspecto relevante para la apreciación de su 
eficiencia. Por ello, sería conveniente acompañar al texto propuesto de algún 
informes económicos que efectúe un análisis sobre los efectos previstos en 
sus destinatarios y en la realidad socioeconómica a la que se destina, y su 
posible incidencia económica en el sector y en las entidades y centros que 
prestan tales servicios. 

 
En este sentido, la Consejería de la Presidencia señala que “Dado que el 

sistema que se diseña será de aplicación a todos los centros, tanto públicos 
como privados, se echa en falta un estudio específico referido a la incidencia 
que la nueva organización en materia de personal –Capítulo V, artículos 29 y 
siguientes- vaya a producir en los recursos humanos de los centros de 
titularidad de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. Así, no 
existe, como sería necesario, una comparativa detallada de la situación actual 
de los centros afectados (número de efectivos, clasificados en atención a las 
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correspondientes competencias funcionales o, en su caso, cuerpos o escalas 
de funcionarios, puestos de trabajo y funciones que puedan verse afectados) 
y la situación que se produciría, desde el punto de vista de la ordenación y 
organización de los empleados públicos en tales centros, que permita a esta 
Dirección General valorar la incidencia en materia de función pública del 
proyecto presentado”. 

 
A mayor abundamiento, la memoria tampoco detalla el impacto 

económico en el ámbito rural (circunstancia expresada por la Alcaldesa del 
Ayuntamiento de San Andrés del Rabanedo en el acta del Consejo de 
Cooperación Local de Castilla y León) ni en el sector privado. Se limita a 
manifestar que “Esta misma situación se repite para los centros de las 
entidades locales. Del mismo modo, en virtud de los datos facilitados por la 
representación del sector privado, la adaptación de sus centros, con carácter 
general, a las previsiones recogidas en la disposición adicional primera, no 
tendrá un impacto económico significativo en el mencionado sector, ya que, 
esencialmente, se circunscribe a pequeñas intervenciones, en los aseos y 
baños de los usuarios, dirigidas a mejorar su accesibilidad”. 

 
En relación al sector privado, parece lógico pensar que, a medio y 

largo plazo, la adaptación de los nuevos centros a las exigencias previstas en 
el anteproyecto supondrá un aumento de precio para los usuarios. Tendrá que 
valorarse esta posible circunstancia. Además, no constan en el expediente 
los datos facilitados por el sector privado a los que se refiere la memoria. 

 
Por otro lado, la memoria no valora, ni siquiera mínimamente, el impacto 

económico que supondrán las nuevas ratios de personal. No parece suficiente 
que se establezca que “De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34 en la 
normativa de desarrollo de la ley se establecerán las ratios mínimas de 
personal para los centros de carácter residencial y centros de día de servicios 
sociales para cuidados de larga duración”.  

 
Conviene precisar que, por lo que se refiere a la memoria económica, 

es cierto que no cabe exigir una ponderación detallada y exacta de todos los 
costes que pueda suponer el anteproyecto, pues se trata de datos cuya 
completa determinación puede resultar imposible en el momento de aprobarse 
aquél, pero al menos es precisa la elaboración de una estimación aproximada 
que tenga en cuenta las   ientrases que puedan producirse. Por ello, es 
necesario que se contemple una estimación de los cambios de las ratios del 
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personal, máxime tras la aprobación del Acuerdo del Consejo Territorial de 
Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía a la Dependencia de 2022. 

 
El informe de la Dirección General de Presupuestos y Estadística de la 

Consejería de Economía y Hacienda de 7 de julio de 2022, establece que “En 
cuanto a las ratios de personal mínimas a acordar en el seno del Consejo 
Territorial, (personal de atención directa y técnico) y que afectan a los centros 
para personas mayores y con discapacidad, donde más del 60 % de los 
ocupantes tengan grado de dependencia 2 y 3, según la Gerencia se 
cumplirían en los centros propios, donde las ratios medias son superiores a 
las exigidas, mientras que en los restantes, será necesario adaptar las ratios 
reales a las exigidas, que atendiendo al número de plazas la Gerencia estima 
en un incremento de 24,1 millones de euros. (…) “Por tanto, el coste anual 
del modelo actual en la Comunidad se eleva a 330,6 millones de euros, 
mientras que el nuevo modelo, al que da amparo la futura ley, ascenderá a 
420,1 millones de euros, una vez que el 01/01/2024 entren en vigor las 
ratios de personal de atención directa y personal técnico, previstos en el 
Acuerdo del Consejo Territorial, y realizadas las obras previstas en los centros 
propios para finalizar el proceso de implantación de unidades de convivencia, 
65 millones, así como las actuaciones de formación del personal, 445.000 
euros, y siempre que la Administración asuma el incremento de la prestación 
económica vinculada al servicio estimado en 24,1 millones de euros”. (…) “El 
aumento de coste del modelo de atención residencial, estimado en 89,6 
millones de euros al año, se asumirá, de acuerdo con la Memoria y su 
ampliación posterior, con los recursos estatales del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD), del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, así como las disponibilidades presupuestarias 
de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades”. 

 
No constan en el expediente los estudios económicos en los que se ha 

basado el mencionado informe. 
 
Conviene recordar que la sentencia 1814/2016, de 29 de diciembre de 

2016, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León declaró nulo el 
Decreto 2/2016, de 4 de febrero, de autorización y funcionamiento de los 
centros de carácter social para la atención a las personas mayores en Castilla 
y León, por la ausencia de estudio económico. En la mencionada sentencia 
se reconocía que “La inexistencia material de la memoria económica o su 
insuficiencia con un mero cumplimiento formal al no explicitar los gastos 
presupuestarios inmediatos o a medio término derivados de su ejecución 
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mediante el uso de fórmulas estereotipadas, determina su nulidad de pleno 
derecho, de conformidad con lo dispuesto en el art. 62.2 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre”. Por ello, la diligencia en el cumplimiento y observancia 
de este requisito formal debe ser extrema. 

 
La citada sentencia establecía que “el informe del Director General no 

se basa en el examen del estudio que debe incorporar la memoria que, como 
se ha dicho no existe, sino en esas afirmaciones que efectúa la Gerencia, 
limitándose a decir que desde el punto de vista presupuestario para el año 
2015 la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades debe garantizar el 
cumplimiento de las previsiones del Decreto con su presupuesto ordinario”. 

 
Por tanto, deben aportarse los estudios económicos que permiten 

extraer esas conclusiones a la Dirección General de Presupuestos y 
Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda. Además, estos estudios 
económicos tendrán que cumplir los requisitos expuestos. 
 

Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 
que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo”.  
 

4. Sobre la intervención en el procedimiento de los órganos colegiados 
cabe señalar lo siguiente: 

 
- El anteproyecto ha sido sometido al conocimiento de las 

secciones de personas mayores y de personas con discapacidad del Consejo 
de Servicios Sociales de Castilla y León. Constan en el expediente el acta de 
la reunión de la sección de atención a personas mayores del Consejo de 
Servicios Sociales de Castilla y León de 24 de junio 2021 y el acta de la 
reunión de la sección de atención a personas con discapacidad de 28 de junio 
de 2021. 

 
- Para favorecer la coordinación en la materia regulada en el 

anteproyecto de las distintas administraciones de la Comunidad a las que 
afecta, resulta necesario someter el proyecto al conocimiento del Consejo de 
coordinación interadministrativa del sistema de servicios sociales y juventud 
de Castilla y León, regulado en el artículo 79 de la Ley 16/2010, de 20 de 
diciembre, de servicios sociales de Castilla y León, y en el Decreto 10/2015, 
de 29 de enero, de aplicación de las medidas para la reforma de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León en la organización y el 
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funcionamiento de los órganos colegiados de asesoramiento y participación 
en el ámbito de los servicios sociales, mujer y juventud. Se trata de un órgano 
colegiado cuya finalidad es la de “actuar como instrumento de asesoramiento 
y participación para lograr la coordinación de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León y de las entidades locales en las siguientes materias: a) 
Sistema de servicios sociales de responsabilidad pública (…)” a través del 
análisis y estudio de la información y la formulación de propuestas sobre los 
asuntos que se someten a su consideración (artículos 27 y 29 del Decreto 
10/2015, de 29 de enero). 

 
En consecuencia, sería conveniente subsanar esta falta y, en relación 

con ello, se recuerda que no es admisible una simple certificación de los 
acuerdos de los órganos colegiados que no refleje su contenido. Como 
señala la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León de 2 de febrero de 2015, en relación 
con la emisión de informes preceptivos en el procedimiento de elaboración 
de disposiciones de carácter general, “El informe del Consejo no puede 
convertirse en un mero automatismo formalista de forma que pueda 
convalidarse su existencia con la mera expresión de que ha sido sometido a 
consideración del Consejo el borrador del Decreto, no constando ni tan 
siquiera su aquiescencia al mismo, o la emisión de informe de carácter 
verbal, de forma que de ello pueda deducirse la plena aquiescencia con la 
propuesta sometida a la consideración del órgano decisorio, sino que, por el 
contrario, coherentemente con el contenido de las normas reglamentarias 
que configuran el referido informe como preceptivo, y atendiendo a su 
finalidad y naturaleza, debe exigirse que tal informe obre en el expediente 
administrativo”. 

 
5. Sobre la participación desarrollada en el procedimiento, se ha dado 

cumplimiento a los trámites de consulta pública previa y de participación 
ciudadana, en los que se han recibido numerosas sugerencias y observaciones. 
Se ha otorgado audiencia a organizaciones y asociaciones que representan 
intereses legítimos que pueden verse afectados por la norma proyectada.  

 
Asimismo, el proyecto ha sido objeto de examen por todas las 

consejerías, algunas de las cuales han formulado alegaciones.  
 
Por otra parte, no consta que se haya dado trámite de audiencia a la 

Administración del Estado. Los dictámenes de este Consejo 191/2021, de 24 
de junio o 31/2016, de 17 de febrero, señalan al respecto que “Sobre la 
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audiencia, hubiera resultado conveniente el traslado del proyecto a la 
Administración del Estado, habida cuenta de la colaboración que es necesario 
mantener para el intercambio de información entre las Administraciones 
Públicas con competencias concurrentes en la materia”. 

 
Como refiere el Dictamen 615/2013, de 12 de septiembre “Esta 

audiencia, si bien no se establece en ninguna norma como preceptiva, sí se 
considera muy conveniente en relación con materias en las que, como en el 
presente caso, confluyen competencias de diversas administraciones. Sobre 
este particular incide el Consejo de Estado en su Memoria del año 2008: 
`…´.  

 
 »Por lo tanto, al margen de la invocación de principios, como 

los de lealtad institucional o cortesía, la posibilidad de que cada 
Administración tenga la oportunidad de oír a la otra, no sólo permite 
ponderar puntos de vista e informaciones no tenidas en cuenta, sino que 
cabría esperar que la generalización de la respectiva audiencia contribuya a 
disminuir la litigiosidad entre ambos órdenes político-administrativos”.  

 
La publicación en el BOE de la Resolución de 28 de julio de 2022, de 

la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se publica el 
Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios comunes de 
acreditación y calidad de los centros y servicios del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia, hace aquella participación más que 
aconsejable. 

 
6. En cuanto a la evaluación de impacto normativo, es preceptiva en 

este caso conforme al artículo 4.1.a) del Decreto 43/2010.  
 
Su contenido lo detalla el artículo 4.2 del mismo Decreto “La 

evaluación del impacto normativo habrá de especificar detalladamente la 
forma en que se han seguido los principios de calidad normativa y, en 
particular, el efecto del cumplimiento de la futura norma en el resto de 
políticas públicas.  

 
 »A tal efecto, contendrá la información necesaria para estimar 

el impacto que esa disposición general tendrá sobre sus destinatarios. Por 
ello, deberá motivar su necesidad y oportunidad y la valoración de las 
diferentes alternativas existentes, tanto normativas como de cualquier otra 
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naturaleza, para la consecución de los fines que persigue y sus 
consecuencias jurídicas y económicas, así como su incidencia desde el punto 
de vista presupuestario y de impacto de género. En todo caso, deberá 
cuantificar las cargas administrativas que la nueva norma, en su caso, 
genere a las empresas, utilizando metodologías de referencia.  

 
  »Además de la información sobre las consultas realizadas a los 
agentes afectados, podrá incluir cualquier otro extremo que pudiera ser 
relevante a criterio del órgano proponente, prestando especial atención a los 
impactos sociales, medioambientales y al impacto de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con 
discapacidad.  
 
  »La evaluación de impacto normativo será única, comprendiendo 
todas las evaluaciones que la legislación sectorial prevea y se incluirá en la 
memoria, formando parte del expediente de tramitación de la norma”. 
 

En este supuesto, la memoria justificativa final, de 29 de marzo de 
2023, se refiere al marco normativo; al cumplimiento de los principios de 
necesidad y eficacia, proporcionalidad, coherencia, accesibilidad, 
responsabilidad y transparencia; al contenido del proyecto, describiendo su 
estructura y contenido; al análisis actual de la atención residencial; al análisis 
de los impactos, concretamente, el impacto económico y presupuestario, por 
razón de género, impacto administrativo, en materia de igualdad de 
oportunidades para las personas con discapacidad, en materia de protección 
a las familias, infancia y adolescencia y en materia de unidad de mercado. 
Finalmente, la memoria finaliza con la descripción de la tramitación realizada. 

 
En cuanto al impacto de la norma sobre la sostenibilidad y la 

lucha/adaptación contra el cambio climático, cuya realización prevé el 
Acuerdo 64/2016, de 13 de octubre, de la Junta de Castilla y León, por el 
que se aprueban medidas en materia de desarrollo sostenible en la 
Comunidad de Castilla y León, no se analiza en la memoria del anteproyecto. 

 
En relación al impacto de género se establece que “Se percibe 

claramente una mayoría de mujeres mayores usuarias de centros 
residenciales o de día, cuya autorización de funcionamiento es objeto de la 
presente norma, por lo que implícitamente supone afirmar que presenta un 
impacto por razón de género positivo, en cuanto favorecerá y mejorará la 
atención y la calidad de vida de las mujeres usuarias de los centros de 
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atención social”. Sin embargo, parece necesario que las afirmaciones de la 
Memoria a este respecto, aparezcan avaladas por el informe de la Consejería 
competente por razón de la materia.  

 
Observación similar a la anterior se realiza en relación con los impactos 

sobre igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, 
protección a las familias, infancia y adolescencia y en materia de unidad de 
mercado, en los que la conclusión de la Memoria no se respalda por informe 
de los centros directivos competentes por razón de la materia. En el último 
de los mencionados, unidad de mercado, la Memoria (pág. 583) indica que el 
texto proyectado fue publicado en la aplicación web habilitada por la 
Administración General del Estado al efecto y puede afirmarse que la 
disposición normativa objeto de la presente memoria no presenta requisito 
alguno que tenga como efecto directo o indirecto la discriminación por razón 
de establecimiento o residencia de los operadores económicos del sector. A 
este respecto, conviene recordar que el artículo 14.2 de la Ley 20/2013, de 9 
de diciembre, de garantía de unidad de mercado, impone a los poderes 
públicos competentes para la elaboración de normas que afecten de manera 
relevante a la unidad de mercado, la obligación de poner a disposición del 
resto de autoridades, a través del sistema de intercambio electrónico de 
información previsto en el artículo 23 de la propia Ley 20/2013, de 9 de 
diciembre, el texto del proyecto de norma, acompañado de los informes o 
documentos que permitan su adecuada valoración, incluyendo en su caso la 
memoria del análisis de impacto normativo. 

 
Por último, si bien la Ley 3/2001, de 3 de julio, y el Decreto 43/2010, 

de 7 de octubre, no contemplan la evaluación singularizada del impacto 
sobre la demografía, se considera conveniente que esta se realice en la 
Memoria bajo el paraguas que proporciona el análisis de las “consecuencias 
económicas” y los “impactos sociales” del proyecto, al que se refiere 
genéricamente el artículo 4.2 del Decreto 43/2010, de 7 de octubre, tal como 
se indicó por este Consejo Consultivo en el “Informe sobre la evaluación del 
impacto demográfico en el procedimiento de elaboración de normas” de 29 
de diciembre de 2020 (apartado 3.3.1). A este respecto, se recomienda 
considerar el diagnóstico de la situación que en relación con la “Demografía” 
contiene el apartado 1.1 del Plan Estratégico de los Servicios Sociales de 
Castilla y León 2022-2025, aprobado por el Acuerdo 150/2021, de 23 de 
diciembre, de la Junta de Castilla y León. 
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 7. Se ha emitido informe por la Dirección General de Presupuestos y 
Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda 
y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León.  
 

8. El anteproyecto se ha informado por los servicios jurídicos, como 
exigen la Ley 3/2001, de 3 de julio, y el artículo 4.2.b) de la Ley 6/2003, de 
3 de abril, de Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y León.  

 
9. El Consejo Económico y Social ha informado el anteproyecto de ley, 

de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.1.a) de la Ley 13/1990, de 28 
de noviembre, del Consejo Económico y Social. 

 
10. Por último, cabe indicar que el artículo 129.5 de la LPAC dispone 

que “En aplicación del principio de transparencia, las Administraciones Públicas 
posibilitarán el acceso sencillo, universal y actualizado a la normativa en 
vigor y los documentos propios de su proceso de elaboración, en los 
términos establecidos en el artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno”. De este 
modo, conforme a los apartados b) y d) del referido artículo 7 “Las 
Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán: 

 
»b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos 

Legislativos cuya iniciativa les corresponda, cuando se soliciten los dictámenes 
a los órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea 
preceptivo ningún dictamen la publicación se realizará en el momento de su 
aprobación. 

 
»d) Las memorias e informes que conformen los expedientes 

de elaboración de los textos normativos, (…)”. 
 
Por último, merece destacarse en este caso el cumplimiento de la 

Resolución de 20 de octubre de 2020 de la Dirección General de 
Transparencia y Buen Gobierno, por la que se concretan las condiciones para 
la publicación de la huella normativa, cuya publicación en el portal de 
transparencia de la Junta de Castilla y León tiene como finalidad dar 
la máxima divulgación a los documentos y contenidos que se generan en el 
proceso de tramitación de las normas de obligado cumplimiento. Se considera 
que es una información relevante a la hora de conocer, no solo el espíritu y 
finalidad de la norma, sino también las distintas modificaciones producidas a 
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lo largo de su tramitación, desde su concepción original hasta el texto final 
que vaya a aprobarse. Y ello con la pretensión de que una mayor 
transparencia de estos procesos fomente la participación ciudadana en la 
conformación del contenido final de las normas, lo que garantizará que las 
decisiones sean más motivadas y razonables y permitirá conocer qué y 
quienes influyen directa o indirectamente en las reglas que todos deberemos 
observar. 

 
En este caso se aprecia la publicación en la huella normativa de las 

distintas fases de la norma proyectada. 
 
3ª.- Marco competencial y normativo.  

 
La Constitución Española atribuye, en el artículo 148.1.20, la 

competencia exclusiva en materia de asistencia social a las Comunidades 
Autónomas. En este sentido, el artículo 70.1.10 del Estatuto de Autonomía 
de Castilla y León, otorga a la Comunidad de Castilla y León la competencia 
en materia de asistencia social, servicios sociales y desarrollo comunitario; 
promoción y atención a las familias, la infancia, la juventud y los mayores; 
prevención, atención e inserción social de los colectivos afectados por la 
discapacidad, la dependencia o la exclusión social, y protección y tutela de 
menores, de conformidad con lo previsto en el citado artículo 148.1.20 de la 
Constitución española.  

 
En virtud de la referida competencia, en nuestra Comunidad se aprobó 

la Ley 18/1988, de 28 de diciembre, de Acción Social y Servicios Sociales y al 
amparo y desarrollo de la misma, se dictó el Decreto 14/2001, de 18 de enero, 
mediante el que se regulaban las condiciones y requisitos de autorización y 
funcionamiento de los centros de carácter social para personas mayores.  

 
La citada Ley 18/1988, de 28 de diciembre, de Acción Social y Servicios 

Sociales fue derogada por la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de Servicios 
Sociales de Castilla y León. Es a raíz de esta ley de servicios sociales cuando 
se organiza el sistema de servicios sociales de responsabilidad pública, como 
soporte del pleno desarrollo de los derechos de las personas dentro de la 
sociedad, y se promueven expresamente los principios de solidaridad y de 
cohesión social. Uno de los colectivos prioritarios a la hora de recibir apoyos 
del sistema de servicios sociales es precisamente, el de las personas mayores 
y, dentro del mismo, especialmente aquellos que dependan de otras personas, 
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para las actividades básicas de su vida diaria. Para este colectivo, se precisan 
centros adaptados a sus necesidades. 

 
Por otro lado, la Ley 5/2003, de 3 de abril, de atención y protección a 

las personas mayores de Castilla y León, consagra el derecho de las personas 
mayores a un alojamiento adecuado, encomendándose a la Administración 
autonómica y al resto de Administraciones públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias y, en colaboración con la iniciativa privada, la 
planificación, ordenación, creación y mantenimiento de la red de centros 
residenciales para personas mayores en Castilla y León. 

 
Además de la normativa expuesta se ha dictado la siguiente: 
 

• Ley 2/2010, de 11 de marzo, reguladora de los Derechos de 
los Ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la comunidad de 
Castilla y León y de Gestión Pública.  

 
• Ley 5/2013, de 19 de junio, de estímulo a la creación de 

empresas en Castilla y León.   
 

• Ley 4/2018, de 2 de julio, de ordenación y funcionamiento de 
la red de protección e inclusión a personas y familias en situación de mayor 
vulnerabilidad social o económica en Castilla y León (última modificación por 
Ley 10/2019, de 3 de abril, por la que se promueve la adopción en el ámbito 
público y privado de medidas dirigidas a la conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral y a la eliminación de la brecha salarial de género en Castilla 
y León).  

 
• Ley 5/2021, de 14 de septiembre, del Tercer Sector Social en 

Castilla y León y de modificación de la Ley 8/2006, de 10 de octubre, del 
Voluntariado en Castilla y León. 

 
• Decreto-ley 5/2020, de 18 de junio, por el que se regulan las 

medidas extraordinarias que deben adoptarse en la atención social en los 
centros residenciales de personas mayores y personas con discapacidad en 
Castilla y León para garantizar la protección de usuarios y profesionales ante 
situaciones excepcionales de salud pública declaradas oficialmente. Se prevé 
su derogación por el anteproyecto de ley informado.  
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• Decreto 12/1997, de 30 de enero, por el que se regula la 
acción concertada en materia de reserva y ocupación de plazas en Centros 
de Servicios Sociales para personas mayores y personas discapacitadas 
(última modificación por Decreto 3/2016, de 4 de febrero, por el que se 
regula la acreditación de centros y unidades de convivencia para la atención 
a personas mayores en Castilla y León). Se excluye expresamente del ámbito 
de aplicación del Proyecto de Decreto informado. 

 
• Decreto 2/1998, de 8 de enero, por el que se aprueba el 

Reglamento General de la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León. 
 
• Decreto 14/2001, de 18 de enero, regulador de las condiciones 

y requisitos para la autorización y el funcionamiento de los centros de carácter 
social para personas mayores.  

 
• Decreto 56/2001, de 8 de marzo, del Reglamento regulador del 

régimen de acceso a las plazas en los centros residenciales para personas 
mayores. 

 
• Decreto 179/2001, de 28 de junio, por el que se regula la 

acción concertada en materia de reserva y ocupación de plazas para la 
atención de niños y jóvenes dependientes de los Servicios de Protección a la 
Infancia de las distintas Gerencias Territoriales de Servicios Sociales (última 
modificación por Decreto 3/2015, de 8 de enero, sobre la aplicación de 
medidas en materia de administración electrónica y de simplificación 
administrativa en la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades).  

 
• Decreto 16/2002, de 24 de enero, por el que se aprueba el 

Reglamento regulador del régimen de acceso a las plazas en unidades de 
estancias diurnas en centros para personas mayores dependientes de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León y a plazas concertadas en 
otros establecimientos.  

 
• Decreto 24/2002, de 14 de febrero, por el que se aprueba el 

Estatuto Básico de centros de personas mayores de Castilla y León.  
 
• Decreto 7/2013, de 14 de febrero, de utilización de medios 

electrónicos en la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  
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• Decreto 58/2014, de 11 de diciembre, por el que se aprueba 
el Catálogo de Servicios Sociales de Castilla y León. 

 
• Decreto 3/2016, de 4 de febrero, por el que se regula la 

acreditación de centros y unidades de convivencia para la atención a personas 
mayores en Castilla y León. Se prevé su derogación por el anteproyecto de 
ley informado. 

 
• Acuerdo 150/2021, de 23 de diciembre, de la Junta de Castilla 

y León, por el que se aprueba el Plan Estratégico de los Servicios Sociales de 
Castilla y León 2022-2025. 

 
En el ámbito estatal, la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción 

de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, crea y fundamenta derechos subjetivos a nivel estatal, 
instrumentalizándose a nivel autonómico a través de la Ley 16/2010, de 20 
de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla y León. 

 
Finalmente, el Comité de Derechos de las Personas con Discapacidad 

de Naciones Unidas señala que los modelos de atención residencial que se 
han construido en España en los últimos años, conducen a la segregación y 
al aislamiento de las personas con discapacidad, entrando en contradicción 
con el mandato contenido en el artículo 19 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU, que establece el 
derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad. 

 
En el año 2019, el Comité de Derechos de las Personas con 

Discapacidad del mencionado organismo, instó expresamente a España a 
diseñar, adoptar y aplicar, una progresiva estrategia integral de 
desinstitucionalización, adoptando, en todo caso, las garantías precisas para 
asegurar el derecho de esas personas a vivir de forma independiente y a ser 
incluidas en la comunidad. En virtud de lo estipulado por la Convención sobre 
los derechos de las personas con discapacidad de la ONU, por una parte y, 
por la Convención Europea de Derechos Humanos, por otra, los Estados 
miembros de la Unión Europea deben introducir en sus políticas y 
legislaciones, medidas que contribuyan a esa transición entre los servicios 
institucionales y los servicios basados en la comunidad. 

 
Con el presente texto, se pretende contribuir, de forma decidida, a 

consolidar la política de la Unión Europea en materia de desinstitucionalización 
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de los cuidados de larga duración y, a hacer prevalecer los valores europeos 
de dignidad, igualdad y respeto por los derechos humanos que, a la postre, 
son los que tienen que servir de guía a los países miembros para desarrollar 
estructuras de cuidados sociales y ayudas adaptadas al siglo XXI. 

 
En este supuesto, puede afirmarse con los límites indicados, y en la 

medida en que el anteproyecto proyectado se mueve en el ámbito de la 
competencia autonómica anteriormente explicitada, que cuenta con el soporte 
competencial necesario. 

 
Por último, según el artículo 26.1.d) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 

corresponde a la consejería competente por razón de la materia preparar y 
presentar a la Junta de Castilla y León los anteproyectos de ley relativos a 
sus cuestiones propias. Ello, puesto en relación con el reparto realizado por 
el Decreto 1/2022, de 19 de abril, del Presidente de la Junta de Castilla y 
León, de reestructuración de consejerías, determina que la competencia para 
elaborar el presente anteproyecto corresponda a la Consejería de Familia e 
Igualdad de Oportunidades. 
 

4ª.- Observaciones al texto del anteproyecto. 
 
Consideraciones generales. 

 
A. Límites competenciales. 

 
La amplitud de materias sobre la que versa el anteproyecto obliga a 

extremar la cautela en orden a la necesidad de que sus previsiones respeten 
los límites derivados del reparto competencial existente en cada una de ellas, 
en especial en aquellos casos en los que al Estado compete la normación 
básica (sanidad, educación, etc.) o exclusiva, como es el caso de la 
legislación civil, seguridad social o del empleo y relaciones laborales, en las 
que la Comunidad Autónoma detenta únicamente la competencia de ejecución.  

 
Incluso en materias de la competencia exclusiva de la Comunidad, tal 

es el caso de la asistencia social y servicios sociales, el Estado ha recurrido 
frecuentemente para establecer una regulación al respecto al título 
competencial previsto en el artículo 149.1.1 de la Constitución, que le faculta 
para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes 
constitucionales. Este título competencial amparó la aprobación de leyes de 
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significada repercusión en la materia sobre la que versa el anteproyecto, 
como son la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
personal y protección de las personas en situación de dependencia, o el 
TRLGDPD, salvo las medidas de defensa de la sección 2ª del capítulo II del 
título II, adoptadas en virtud de su competencia exclusiva sobre la legislación 
procesal del artículo 149.1.6 CE.  

 
En estos ámbitos, por tanto, el anteproyecto habrá de respetar las 

“condiciones básicas” establecidas por el legislador estatal, lo cual si bien 
representa un límite a su capacidad normativa no la excluye pues, a tenor de 
la jurisprudencia constitucional que ha venido perfilando el sentido y alcance 
del artículo 149.1.1º de la Constitución. Dicho precepto, “más que delimitar 
un ámbito material excluyente de toda intervención de las Comunidades 
Autónomas, lo que contiene es una habilitación para que el Estado 
condicione -mediante, precisamente, el establecimiento de unas `condiciones 
básicas´ uniformes- el ejercicio de esas competencias autonómicas con el 
objeto de garantizar la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus 
derechos y en el cumplimiento de sus deberes constitucionales” (STC 
98/2004, FJ. 3 y STC 178/2004, FJ. 7). 

 
Desde una perspectiva de delimitación negativa, el Tribunal 

Constitucional ha manifestado que dicho precepto “no ha atribuido al Estado 
la fijación de las bases sobre los derechos y libertades constitucionales, sino 
sólo el establecimiento -eso sí, entero- de aquellas condiciones básicas que 
tiendan a garantizar la igualdad”, de manera que su regulación no puede 
suponer una normación completa y acabada de cada uno de aquellos 
derechos y deberes. En cuanto a su delimitación positiva, ha sentado que 
“las condiciones básicas hacen referencia al contenido primario (STC 
144/1988) del derecho, a las posiciones jurídicas fundamentales (facultades 
elementales, límites esenciales, deberes fundamentales, prestaciones básicas, 
ciertas premisas o presupuestos previos). En todo caso, las condiciones 
básicas han de ser las imprescindibles o necesarias para garantizar esa 
igualdad”. En definitiva, según la doctrina constitucional, el artículo 149.1.1º 
“constituye un título competencial autónomo, positivo o habilitante (…) que 
permite al Estado una regulación, aunque limitada a las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad, que no el diseño completo y acabado de su 
régimen jurídico” (SSTC 61/1997, FJ. 7, y STC 188/2001, FJ.12). 
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B. Carácter “programático” del anteproyecto y numerosas 
habilitaciones para su desarrollo reglamentario. 

 
La regulación contenida en el anteproyecto carece de la eficacia 

ordenadora propia de una disposición legal y presenta un importante nivel de 
indeterminación. 

 
En efecto, el articulado del anteproyecto de ley ofrece numerosas 

proposiciones descriptivas sin fuerza normativa y son varios los preceptos 
programáticos que se centran básicamente en prever actuaciones de las 
Administraciones públicas competentes en cada caso, orientadas a la 
realización de acciones positivas, y en formular criterios orientadores de 
dirección de política social que necesitan posteriormente de otros desarrollos. 
En este sentido, el informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos considera 
que la imperatividad de la norma se sustituye por recomendaciones cuyo 
propósito es delimitar la actuación del conjunto normativo y la acción 
posterior. 

 
La norma proyectada contiene numerosas habilitaciones (entre otras, 

en los artículos 11, 12, 27, 34, 42, …) para su desarrollo reglamentario, cuando 
lo que en puridad procedería es justamente hacer ese desarrollo en el 
anteproyecto normativo objeto de dictamen.  

 
Es de destacar que materias importantes, principalmente, “el número 

máximo de usuarios asignados a un gestor de caso” o “las ratios de 
profesionales” no se regulen en el texto proyectado. 

 
La disposición final sexta del anteproyecto es la que articula la 

detallada cooperación reglamentaria y autoriza al Gobierno autonómico para 
dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación 
de la ley. 

 
Sin perjuicio de este posible desarrollo reglamentario, no debe olvidarse, 

sin embargo, que buena parte de los ámbitos de actuación que contempla el 
anteproyecto cuentan ya con leyes, generales o sectoriales, que integran 
igualmente el régimen jurídico a observar por los poderes públicos para dar 
efectividad a los mandatos de actuación que el anteproyecto les impone y 
que, en la medida en que se aparten o no se ajusten a las previsiones de la 
ley proyectada, precisarán de la necesaria modificación a fin de lograr la 
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necesaria coherencia del ordenamiento jurídico que evite conflictos entre 
normas del mismo rango, no siempre de fácil solución.  

 
C. Falta de desarrollo de las materias reguladas en el Acuerdo 

de 28 de junio de 2022, del Consejo Territorial de Servicios Sociales 
y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre 
criterios comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD). 

 
El 11 de agosto de 2022 se publicó en el BOE la Resolución de 28 de 

julio de 2022, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, dando así 
publicidad al Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia sobre criterios 
comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios del Sistema para 
la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD). 

 
Este texto tiene su origen en el Acuerdo para la puesta en marcha del 

Plan de Choque para el Impulso del Sistema para la Autonomía y la Atención 
a la Dependencia aprobado por el Pleno del Consejo Territorial el 15 de 
enero de 2021, de modo que se planteaba la necesidad de revisar y 
reformular el Acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, sobre criterios comunes de acreditación para 
garantizar la calidad de los centros y servicios del SAAD (Resolución de 2 de 
diciembre de 2008, de la Secretaría de Estado de Política Social, Familias y 
Atención a la Dependencia y a la Discapacidad. BOE de 17 de diciembre de 
2008).  

 
Este texto establece los aspectos relativos a la acreditación de centros 

y servicios de titularidad privada concertados para que formen parte del 
SAAD y los centros y servicios no concertados para que puedan prestar 
atención a las personas en situación de dependencia que reciben una 
prestación económica vinculada (excepcionando las viviendas con apoyos u 
otras formas análogas de alojamiento colectivo, que deberán ser objeto de 
regulación e inclusión en el catálogo de servicios del SAAD previo acuerdo 
del Consejo Territorial), configura un sistema referencial de calidad que 
permite evaluar los resultados de los servicios del SAAD y aborda el régimen 
competencial, las condiciones de financiación, el plazo para la adecuación 
normativa y el régimen transitorio.  
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Además, el mencionado texto incide en la calidad en el empleo, entre 
otras medidas, con la mejora de las ratios de personal de atención directa. 

 
El citado Acuerdo se emite en aplicación de lo dispuesto en el artículo 

34 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia (LAPAD), y 
tiene por objeto la fijación de criterios mínimos comunes de acreditación 
para los centros y servicios del SAAD, teniendo en cuenta que aunque la 
competencia para acreditar centros, servicios y entidades corresponde a las 
comunidades autónomas en su ámbito, tal y como reconoce el artículo 16 de 
la LAPAD, se encomienda al Consejo Territorial la fijación de criterios comunes 
de acreditación (artículo 34.2). 

 
Finalmente, el artículo trigésimo octavo del acuerdo, relativo a la 

adecuación normativa, establece que “Las Administraciones públicas 
competentes, en el plazo máximo de nueve meses desde la aprobación de 
este Acuerdo, aprobarán las disposiciones normativas que, en su caso, 
resulten necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en el mismo”. 

 
Este plazo de adaptación finalizó el 28 de marzo de 2023.  
 
Este anteproyecto, a pesar de la necesidad de ajustar la normativa 

autonómica a las ratios y demás exigencias establecidas en el precitado 
Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la 
Autonomía a la Dependencia de 2022, no realiza esta adaptación. 

 
Exposición de motivos.  

 
Respecto a la parte expositiva de la norma, conviene recordar que ha 

de facilitar, con la adecuada concisión, la comprensión de su objeto, aludir a 
sus antecedentes y al título competencial en cuyo ejercicio se dicta y ayudar 
a advertir las innovaciones que introduce, con la aclaración de su contenido, 
si ello es preciso, para la comprensión del texto. 

 
Deben considerarse a tal fin las “Instrucciones para la elaboración de 

los documentos que se tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de 
la Comunidad de Castilla y León”, aprobadas por Resolución de 20 de 
octubre de 2014 del Secretario General de la Consejería de la Presidencia, en 
ejecución del Decreto 8/2014, de 6 de marzo, por el que se regula el 
funcionamiento de los órganos colegiados de gobierno de la Comunidad de 
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Castilla y León. En ellas se diferencia un contenido general de la parte 
expositiva, y otro específico en atención a la tipología de la norma. 

 
Como contenido general señalan que “La parte expositiva comenzará 

con una breve explicación de cuales sean las disposiciones de las que deriva 
o en las que encuentra su encaje la norma o el acuerdo. La exposición se 
hará de forma ordenada, comenzando por el derecho internacional o 
comunitario si existiese y, siguiendo por este orden, con la Constitución 
Española, el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, la normativa básica 
estatal y la normativa autonómica.  

 
»Cabe citar, a continuación, si existiesen, los antecedentes 

normativos de la cuestión que se va a abordar en el articulado (…). 
 
»Posteriormente se describirá su objeto y finalidad, y las 

competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta, indicando de 
manera expresa el fundamento competencial que se ejercita.  

 
»Deberán destacarse también los aspectos más relevantes de la 

tramitación, consultas efectuadas y principales informes evacuados, en 
particular la audiencia a otras administraciones públicas cuando se haya 
producido. 

 
»Si la parte expositiva es larga, podrá dividirse en apartados, 

que se identificarán, sin titular, con números romanos centrados en el texto”. 
 
Específicamente, en los anteproyectos de ley, la parte expositiva debe 

describir su contenido y explicar las cuestiones más significativas de la 
regulación que aborda. 

 
El texto remitido satisface con carácter general estas determinaciones. 

Ahora bien, no se destacan los aspectos más relevantes de la tramitación, las 
consultas efectuadas y los principales informes evacuados, en particular la 
audiencia a otras administraciones públicas cuando se haya producido. Por 
tanto, debe completarse el texto previamente a la elevación del anteproyecto 
de ley para su aprobación por la Junta de Castilla y León.  

 
Por otra parte, en el último párrafo se indica “Los pilares fundamentales 

del nuevo modelo de atención integral y centrada en la persona se desarrollan 
en esta ley a lo largo de 44 artículos organizados en (…)”. Sin embargo, el 
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texto definitivo remitido a este Consejo contiene 43 artículos. Por tanto, debe 
subsanarse este error material. 

 
Finalmente, en la página 665 del expediente se hace mención al 

programa “en mi casa” y se menciona un programa piloto de 2000 usuarios y 
un informe de satisfacción. El Sindicato de Enfermería, Satse, en fase de 
alegaciones manifiesta “que dicho informe en ningún momento se hecho 
público y los propios profesionales de las residencias manifiestan que ni se 
les ha requerido ni han podido manifestar su opinión al respecto”. Tendrá 
que comprobarse esta circunstancia. 

 
En lo demás, se sugiere realizar una última revisión del texto y, en 

general del articulado del anteproyecto, a fin de corregir las indeterminaciones 
semánticas (vaguedad, ambigüedad), sintácticas o lógicas (lagunas, 
contradicciones o redundancias) que sean advertidas en el anteproyecto de 
ley, tal como subraya también la Orden ADM/1835/2010, que aprueba la 
citada Guía metodológica de mejora de la calidad normativa. 

 
En este sentido, en los dictámenes emitidos sobre proyectos 

normativos, este Consejo Consultivo ha insistido de manera reiterada en la 
necesidad de la concisión en la redacción de los textos y de la precisión en la 
utilización de conceptos jurídicos. Asimismo, debe ponerse especial diligencia 
y atención en evitar contradicciones o desajustes entre los preceptos que 
puedan generar dudas en su aplicación. También debe prescindirse del uso 
de términos y expresiones que, lejos de enriquecer las normas, producen 
confusión y falta de claridad de los textos.  

 
En este sentido, a título de ejemplo, el primer párrafo termina con la 

expresión “en el citado artículo 148.1.20 de la Constitución Española”. Dicho 
artículo no ha sido citado con anterioridad por lo que no cabe calificarlo de 
“citado”.  
 
 En la página 650 del expediente, párrafo segundo, se advierte la 
presencia de la expresión “presente Ley” en la que se emplea la mayúscula 
inicial en "Ley”. Tal y como señala la Consejería de Transparencia, Ordenación 
del Territorio y Acción Exterior, se sugiere el empleo de la minúscula inicial 
en la palabra “ley” pues la referencia a la propia norma no se debe escribir 
con mayúscula inicial cuando la referencia lo es a una categoría normativa 
genéricamente (Instrucción II.7 de las Instrucciones para la elaboración de 
los documentos que se tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de 
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la Comunidad de Castila y León aprobadas por Resolución del 20 de octubre 
de 2014, del Secretario general de la Consejería de la Presidencia). Esta 
observación es también aplicable al articulado del anteproyecto. 
 
 TITULO I. Disposiciones generales. 
 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
 
El párrafo primero establece que “El objeto de esta ley es establecer el 

régimen jurídico del nuevo modelo de Atención Integral y Centrado en la 
Persona en los centros de carácter residencial y en los centros de día de 
servicios sociales para cuidados de larga duración, para personas en riesgo o 
situación de dependencia y de las personas con discapacidad (...)”. Por tanto, 
parece excluirse del ámbito de aplicación de la norma a las personas mayores 
que necesitan atención residencial para cuidados de larga duración que no 
tengan discapacidad ni se encuentren en riesgo o situación de dependencia. 

 
En los centros de carácter residencial para cuidados de larga duración 

también se atiende a personas que no son dependientes, ni tienen discapacidad 
pero que, por necesidades sociales, como es el permanecer solo/a o por 
múltiples circunstancias, también necesitan de estos recursos. Sin embargo, 
quedan fuera del ámbito de aplicación de este anteproyecto. 

 
Por otro lado, este Consejo comparte la observación contenida en el 

informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos que obra en el expediente: 
“El objeto detallado en el apartado 1 debe corregirse, teniendo en cuenta 
que, considerando el contenido del anteproyecto en cuestión, éste tiene más 
que ver con la determinación del régimen jurídico de autorización y 
funcionamiento de centros de servicios sociales que con la determinación de 
la normativa reguladora de un modelo de gestión. Además, lo pretendido por 
este apartado obliga a establecer un concepto real y auténtico del nuevo 
modelo que se pretende, y que no consigue concretar tampoco el artículo 2 
que lo referencia, y que lo define como de atención integral centrada en la 
persona. Carece, por tanto, de cualquier contenido referencial que permita 
aplicar no ya las previsiones de la ley sino, en primer lugar, su artículo 1”.  

 
Esta última observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida 

para que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
dictamen del Consejo Consultivo”. 
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El apartado segundo de este artículo señala que “El ámbito de 
aplicación de esta ley se extiende a todos los centros de servicios sociales 
descritos en el apartado anterior, ya sean de titularidad pública o privada, 
con o sin ánimo de lucro, así como a los titulares de estos, que desarrollen 
su actividad en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León”. 

 
Tras esta sencilla fórmula de determinación del ámbito al que se 

extiende la aplicación de la norma, comprensiva de todos los centros de 
servicios sociales descritos en el apartado primero, se esconde un intrincado 
régimen de excepciones y contra-excepciones a la aplicación de sus 
preceptos, contenido principalmente en la disposición adicional primera. Esta 
situación determina la coexistencia de dos regímenes jurídicos diferenciados 
de aplicación: el primero a los centros residenciales y a los centros de día de 
servicios sociales para personas en situación de dependencia o de 
discapacidad autorizados, definitiva o condicionalmente, antes de la entrada 
en vigor de la presente ley, que podrán conservar las características 
arquitectónicas básicas por las que fueron autorizados; y el segundo, el 
propio de la norma proyectada, aplicable al resto de centros -incluidos en el 
ámbito de aplicación del texto proyectado- que no se encuentren en esta 
situación antes de la entrada en vigor del anteproyecto. 

 
Artículo 2. Modelo de atención. 
 
En los términos que se ha señalado y, tal y como expresa el informe 

de la Dirección de los Servicios Jurídicos, este artículo intenta establecer en 
su apartado primero un concepto de lo que ha de ser el denominado modelo 
de atención sin conseguirlo, más allá de una referencia a un genérico 
concepto de “atención integral y centrado en la persona”. Además, debe 
corregirse la redacción del citado apartado, concretamente, introducirse “en” 
cuando se refiere al modelo de atención “en” los centros de día de servicios 
sociales (…). 
 

El resto del precepto, tras las modificaciones realizadas, sigue 
respondiendo a un contenido propio de un expositivo o de una memoria que 
tiene por objeto fundamentar la elección de un determinado modelo, pero no 
a un auténtico contenido normativo, que es algo que se viene observando 
también a lo largo del articulado de la norma cómo se detalla en las 
consideraciones generales.  
 
 



 

 33

Artículo 4. Definiciones. 
 
La inclusión de un catálogo de definiciones en las normas debe 

orientarse a la integración de los conceptos empleados por la misma con la 
finalidad de delimitar con precisión su significado.  

 
Este Consejo considera que el contenido del artículo 4 del anteproyecto 

incluye conceptos metajurídicos e indeterminados y presenta falta de claridad 
e imprecisión, que pudiera contrariar el principio de seguridad jurídica y 
dificultar la comprensión y aplicación de la norma por parte de los operadores 
jurídicos y de los destinatarios. Por ello, se recomienda revisar el contenido 
de este precepto. 

 
Artículo 6. Proyecto de vida, historia de vida y plan de apoyos. 
 
Conviene recordar el Dictamen de este Consejo 124/2023 sobre el 

anteproyecto de ley de apoyo al proyecto de vida de las personas con 
discapacidad en Castilla y León. Deberán tenerse en cuenta las observaciones 
contenidas en el citado documento, en relación al “proyecto de vida”, y 
unificar la redacción de ambos textos para evitar contradicciones. 

 
Artículo 7. Servicios orientados a la calidad de vida de las 

personas usuarias. 
 
En el apartado tercero se establece que “La organización de los 

servicios profesionales estará orientada a la consecución de resultados en 
calidad de vida de las personas usuarias, para lo que se dotarán de 
instrumentos de valoración interna, estructurándose para la consecución de 
los siguientes resultados (..)”. Sería necesario delimitar cuándo se van a 
dotar de instrumentos de medición de la calidad los servicios profesionales, 
qué instrumentos van a ser y quién los va a aplicar. Por ello, no se considera 
adecuado dejar esta regulación para un posterior desarrollo reglamentario. 
 

Artículo 8. Actividades significativas de las personas usuarias.
  

El apartado tercero dispone que “La oferta que en este sentido 
efectúe el centro, deberá buscar el máximo grado de adaptación posible a las 
peculiaridades de cada persona atendida. Esto conlleva la necesaria 
flexibilidad en diversos planos y aspectos organizativos tanto en la actividad 
y funcionamiento general del centro como en las funciones y tareas de los 
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distintos profesionales”. Las funciones de los diferentes profesionales se 
encuentran definidas en función de su categoría y titulación profesional. Por 
ello, tal y como indica el sindicato de enfermería, Satse, no pueden 
determinarse por la dirección del centro, sino que siempre deben respetarse 
las competencias y funciones propias de cada categoría profesional. 

 
Este apartado resulta confuso y presenta un contenido indeterminado 

y genérico. Por ello, sería conveniente modificar los términos en que aparece 
redactado. 
 
 Artículo 9. Mantenimiento de relaciones familiares y 
significativas para la persona y participación en la comunidad. 
 
 En este artículo se emplea en varias ocasiones el término “allegado”. 
Sería conveniente que se incluyera en el artículo 4 -relativo a las definiciones- 
qué se entiende por “allegado/a de la persona usuaria”. 

 
Artículo 11. El profesional gestor de caso. 

   
 Este Consejo comparte la observación formula por el CES y considera 
que, dada la novedad e importancia que supone esta figura para el nuevo 
sistema, debería regularse en el presente anteproyecto y no dejar su 
concreción para un ulterior desarrollo reglamentario. Idéntica conclusión es 
aplicable al profesional de referencia al que se refiere el artículo 12. 
 

Artículo 13. Atención libre de restricciones. 
 
La Resolución de 28 de julio de 2022, de la Secretaría de Estado de 

Derechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de 
Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia, sobre criterios comunes de acreditación y calidad de los centros y 
servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia establece 
en su artículo sexto, relativo a los principios rectores del nuevo modelo, “la 
reducción de restricciones y eliminación de sujeciones”. Por ello, se considera 
positivo por este Consejo la inclusión de este artículo en el texto proyectado. 

 
En el apartado tercero se establece “La utilización por parte de un centro 

de cualquier dispositivo de sujeción física, tendrá siempre la consideración de 
medida extraordinaria y temporal, no superará las 24 horas y exigirá, en todo 
caso, la supervisión facultativa, y la tramitación de un procedimiento que 
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contemplará, como mínimo, aspectos relativos a la necesidad de comunicación 
al Ministerio Fiscal, los tipos y tiempos de aplicación de la sujeción y el formato 
para su constancia documental”. Es necesario que se regule en el anteproyecto, 
de forma completa y detallada, el procedimiento para la utilización por parte 
de los centros de un dispositivo de sujeción física. Asimismo, deben 
determinarse los plazos procesales y quién es el competente para iniciar, 
tramitar y resolver el citado procedimiento.  

 
En el párrafo segundo del apartado tercero se establece que “Los 

centros en los que se considere que pueda ser necesario utilizar una sujeción 
física de forma urgente, por existencia de riesgo de integridad de la persona 
usuaria, de sus cuidadores o de terceros y no se puedan respetar las 
consideraciones anteriormente contempladas, deberán contar con un protocolo 
documental específico al efecto”. El texto proyectado debe establecer el 
procedimiento establecido para los casos en que se considere necesario utilizar 
una sujeción física de forma urgente y el protocolo documental específico 
que se requiere para estos supuestos. Además, también deben regularse los 
plazos y a quién corresponde la competencia para iniciar, tramitar y resolver 
el citado procedimiento.  

 
En el párrafo tercero del apartado tercero se establece que “La 

aplicación de cualquier dispositivo de sujeción física requerirá necesariamente 
el consentimiento informado del usuario o en su defecto de la persona más 
allegada”. Reiteramos la observación formulada en el artículo 9 y en este 
caso, por su trascendencia, es necesario que se incluya en el artículo 4 -
relativo a las definiciones- qué se entiende por “allegado/a de la persona 
usuaria” y por “persona más allegada de la persona usuaria”. 

 
Estas observaciones tienen carácter sustantivo y deberán ser atendidas 

para que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
dictamen del Consejo Consultivo”. 
 

Artículo 15.- Derechos de las personas usuarias. 
 
Es necesario que se determine quién ha de velar por el cumplimiento 

de los derechos recogidos en este artículo. Debe aclararse si el responsable 
final es el centro o la Consejería competente en materia de servicios sociales. 
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Conviene precisar que esta observación fue formulada por el CES y, a 
pesar de que la memoria manifiesta que “se acepta esta consideración y se 
añade al texto” (página 622), no consta su inclusión en el texto proyectado. 

 
TITULO II. Organización de los centros de servicios sociales 

para cuidados de larga duración. 
 
CAPÍTULO I. Emplazamiento y entorno de los centros de 

servicios sociales para cuidados de larga duración. 
 
Artículo 17. Emplazamiento y entorno de los centros. 
 
En esta materia debe tenerse presente tanto la normativa urbanística, 

a la que debe respetar la previsión de este artículo del anteproyecto en 
orden a la tipología y los usos de suelo que contempla para los centros, 
como las normas de técnicas de edificación y de accesibilidad.  

 
El informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos manifiesta que “La 

determinación de la ubicación de los centros y de las reservas de suelo, 
claramente es una competencia urbanística, respecto de lo cual cabe aplicar 
cuanto ya se ha dicho en relación con la utilización de competencias distintas 
a la que fundamenta la norma que pretende aprobarse, requiriendo en el 
expediente la conformidad de la Consejería de Medio Ambiente, y Ordenación 
del Territorio a tal previsión”. Por tanto, debe tenerse en cuenta esta 
observación. Sería conveniente que la Consejería de Medio Ambiente, Vivienda 
y Ordenación del Territorio – a pesar de no haber formulado observaciones – 
se pronuncie expresamente sobre este extremo. 

 
Finalmente, el apartado primero de este artículo reproduce el artículo 

decimoséptimo apartado a) de la Resolución de 28 de julio de 2022, de la 
Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía 
y Atención a la Dependencia, sobre criterios comunes de acreditación y calidad 
de los centros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia. Sin embargo, omite, en lo relativo a la ubicación de los centros 
en suelo no urbano, la obligación de garantizar la comunicación mediante 
transporte público próximo al inmueble o mediante medios de transporte 
propios que permitan el acceso de las personas usuarias al entorno vecinal y 
a la utilización de los servicios generales que pudieran precisar.  
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CAPÍTULO II. Características de los centros de servicios 
sociales para cuidados de larga duración. 
 

Artículo 18. Características básicas de las residencias. 
 
Los apartados primero y segundo de este artículo disponen:  
 

“1. La ocupación total máxima de este tipo de centros, en los 
municipios de más de 20.000 habitantes, no será superior a 120 personas. 
Cuando se trate de centros residenciales cuyos usuarios sean o vayan a ser 
mayoritariamente para personas con discapacidad por enfermedad mental, 
éstos deben emplazarse exclusivamente en municipios de más de 20.000 
habitantes o localizarse en capitales de provincia y su ocupación máxima 
será de 40 personas. 

 
»2. En núcleos urbanos entre 10.000 y 20.000 habitantes su 

ocupación total máxima no podrá ser superior a 72 personas. En núcleos 
urbanos de menos de 10.000 habitantes, la ocupación total máxima no podrá 
ser superior a 60 plazas”. 

 
Por otro lado, el artículo decimoséptimo apartado b.2) de la Resolución 

de 28 de julio de 2022, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por 
la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios 
comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios del Sistema para 
la Autonomía y Atención a la Dependencia, establece: 

 
“Una vez entren en vigor las disposiciones normativas que, en 

su caso, resulten necesarias para dar cumplimiento del presente Acuerdo, los 
centros residenciales de titularidad y gestión pública cuyo proyecto aún no se 
haya licitado por parte de las Administraciones públicas, o aquellos de 
titularidad privada que no dispongan de la licencia de obra, deberán cumplir 
además de los requisitos del punto 1 anterior, los siguientes: 

 
»a. No podrán superar las 75 plazas residenciales cuando se 

encuentren ubicados en zonas rurales o zonas escasamente pobladas, no 
podrán superar las 90 plazas si se encuentran ubicados en localidades o zonas 
de densidad intermedia y no superarán las 120 plazas cuando estén ubicados 
en ciudades o zonas densamente pobladas. 
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»No obstante, la comunidad autónoma competente en el 
territorio en el que se ubique el centro podrá expedir una autorización explícita 
para que aquellos centros de zonas escasamente poblados y zonas de 
densidad de población intermedia, que así lo soliciten expresamente, puedan 
disponer de un máximo de 120 plazas, siempre que acrediten debidamente 
circunstancias excepcionales de viabilidad económica. 

 
»El límite quedará fijado en un máximo de 50 plazas para 

aquellos centros cuya atención se destine a personas con discapacidad. 
 
»Corresponde a cada Comunidad Autónoma o administración 

que tenga la competencia establecer, en su caso, un número mínimo de 
plazas para que el espacio pueda ser considerado un centro residencial. 

 
Sería conveniente que se adapte la regulación de este artículo a lo 

dispuesto en la citada Resolución. Esta observación también es aplicable a 
las unidades de convivencia reguladas en el artículo 19 y a los centros de día 
para cuidados de larga duración previstos en el artículo 23. 

 
Por otro lado, no consta justificación suficiente en el expediente remitido 

que motive que “Cuando se trate de centros residenciales cuyos usuarios 
sean o vayan a ser mayoritariamente para personas con discapacidad por 
enfermedad mental, éstos deben emplazarse exclusivamente en municipios 
de más de 20.000 habitantes o localizarse en capitales de provincia y su 
ocupación máxima será de 40 personas”. La memoria establece (página 623) 
que “la experiencia en la ubicación de residencias para personas con 
discapacidad por enfermedad mental en núcleos de menos de 20.000 
habitantes ha indicado que el impacto de algunas conductas desadaptadas 
de los usuarios dificulta de forma importante la integración social que no 
sucede cuando el tamaño de la población es mayor”. Este Consejo considera 
que esta motivación es insuficiente y no justifica -por la propia configuración 
territorial y demográfica de la Comunidad y por la importancia económica 
que supondría esta medida- que estos centros solo puedan ubicarse en 
municipios de más de 20.000 habitantes o localizarse en capitales de provincia. 
Por ello, el término “exclusivamente” debería modificarse por “preferentemente” 
y sería conveniente que la ocupación máxima de estos centros -conforme a 
lo regulado en el Acuerdo- sea de 50 personas. Además, también se 
recomienda fijar un criterio objetivo que permita determinar cuándo los centros 
residenciales sean o vayan a ser “mayoritariamente” para personas con 
discapacidad.  
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Artículo 22. Características básicas de las viviendas. 
 
Este Consejo considera conveniente precisar que el artículo cuarto de 

la Resolución de 28 de julio de 2022, de la Secretaría de Estado de Derechos 
Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre 
criterios comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, establece que “Se 
acuerdan requisitos mínimos comunes para la acreditación de los servicios 
dirigidos a personas en situación de dependencia delimitados en el apartado 
primero del artículo 15 de la LAPAD. Quedan fuera de lo acordado en este 
ámbito las viviendas con apoyos u otras formas análogas de alojamiento 
colectivo que deberán ser objeto de regulación e inclusión en el catálogo de 
servicios del SAAD previo acuerdo del Consejo Territorial. 

 
Por ello, tal y cómo reconoce el informe del CES, “estas viviendas no 

están reconocidas en el catálogo de prestaciones del sistema de prevención y 
atención a la dependencia, por lo que hay que diferenciar claramente este 
tipo de centros de servicios sociales de los centros residenciales y centros de 
día, que sí están reconocidos dentro del catálogo de servicios del SAAD”. 

 
Finalmente, el apartado segundo establece que “Para acreditar que se 

cumplen los requisitos para el uso de vivienda y ser inscrita como tal en el 
registro de entidades servicios y centros de carácter social será suficiente la 
inscripción para el uso de vivienda en el Registro de la Propiedad y depender 
de la titularidad de una entidad responsable inscrita en el registro de 
entidades servicios y centros de carácter social”. Este apartado se considera 
confuso y carece del rigor técnico deseable. Por ello, se recomienda una nueva 
redacción del mismo. 
 

CAPÍTULO III. Funcionamiento de los centros de servicios 
sociales para cuidados de larga duración. 

 
Artículo 24. Funcionamiento de los centros. 
 
Este artículo establece que, para la ordenación y programación de su 

funcionamiento, los centros dispondrán de los siguientes instrumentos: plan 
general del centro, reglamento de régimen interno y normas de convivencia, 
carta de servicios y plan de contingencia. 
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En relación al reglamento de régimen interno y normas de convivencia, 

se establece que “Deberá contemplar la forma en la que quedan garantizados 
los derechos y deberes de las personas usuarias, así como las normas que 
habrán de regir para facilitar una convivencia armoniosa entre usuarios, 
allegados y profesionales, así como la manera de preservar el respecto a los 
derechos de todos, especialmente de los más vulnerables y contribuir a que 
la actividad del centro sea inclusiva. Incluirá la forma en la que deberá 
funcionar el Consejo de Centro”.  

 
El artículo 35.2 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción 

de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, establece, con carácter básico, el contenido que habrá de 
incluirse en el reglamento de régimen interior, cuya obligatoriedad se establece 
para los centros residenciales para personas en situación de dependencia: 
“Los centros residenciales para personas en situación de dependencia habrán 
de disponer de un reglamento de régimen interior, que regule su organización 
y funcionamiento, que incluya un sistema de gestión de calidad y que 
establezca la participación de los usuarios, en la forma que determine la 
Administración competente. 
 

Por tanto, el artículo analizado regula, de marera escasa, la 
organización, funcionamiento y la participación de los usuarios. Sin embargo, 
el contenido del reglamento de régimen interior obvia un requisito básico a 
incluir como es el referido al “sistema de gestión de calidad”. Por tanto, la 
obligatoriedad impuesta por el precepto básico estatal respecto de la inclusión 
del sistema de gestión de calidad en el contenido de los reglamentos de 
régimen interior en los centros residenciales para personas en situación de 
dependencia impone que se tendrá que adecuar este artículo a la citada 
exigencia legal básica. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo. 

 
CAPÍTULO IV. Órganos de dirección y asesoramiento en los 

centros de servicios sociales para cuidados de larga duración. 
 

En la exposición de motivos del anteproyecto se establece que “Todos 
estos cambios en materia de dotación de profesionales, que se regularán 



 

 41

reglamentariamente, se compatibilizarán con lo establecido en la Resolución 
de 28 de julio de 2022, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por 
la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del 
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios 
comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios del Sistema para 
la Autonomía y Atención a la Dependencia. En esta Resolución se establecen 
esos criterios para determinar la plantilla mínima exigible de profesionales en 
los centros residenciales y en los centros de día que se regularán 
reglamentariamente como desarrollo de la presente Ley”. En consecuencia, 
este Consejo considera conveniente que la regulación del anteproyecto en 
esta materia -dotación de profesionales- se adapte al referido Acuerdo. 

 
Artículo 32. Profesionales de atención directa en los centros. 
 
El aparatado segundo de este artículo establece que “Los profesionales 

que desempeñen estas funciones deberán poseer los conocimientos y 
capacidades que le(s) permitan ejercer sus funciones con garantías de calidad 
y profesionalidad. Para ello, deberá(n) contar con alguna de las siguientes 
titulaciones o certificados (…)”. 

 
El informe de la Consejería de Empleo e Industria (pág. 329) afirma 

que “se está tramitando una nueva Ley Orgánica de Formación Profesional, 
que cambiaría la denominación de los títulos de formación profesional y 
certificados de profesionalidad. Además, al determinar el anteproyecto de ley 
el certificado de profesionalidad específico que se requiere, `atención 
sociosanitaria a personas en situación de dependencia en instituciones 
sociales´, en caso de que haya cambios en esa denominación la previsión 
legal quedará obsoleta. Por otro lado, contener esta previsión concreta 
parece dejar sin efecto la previsión de lo acordado por el Consejo Territorial 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. Por todo ello, 
quizás será más conveniente no hacer referencia expresa a la denominación 
de los títulos o certificados exigidos, y remitirse a las titulaciones o 
acreditaciones que determine el Consejo Territorial”.  

 
Este Consejo comparte esta recomendación y, por tanto, sería 

conveniente que no se especifique expresamente la denominación de los 
títulos o certificados exigidos, y se efectúe una remisión a las titulaciones o 
acreditaciones que determine el tan citado Acuerdo del Consejo Territorial de 
Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia. 
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CAPÍTULO VI. Autorización e inscripción de los centros de 

servicios sociales para cuidados de larga duración. 
 

Este capítulo aborda (artículos 37 y 38), en relación con los centros de 
servicios sociales para larga duración, lo concerniente a la autorización, 
inscripción y comunicación previa.  

 
En esta materia, como ya se indicó en el dictamen 258/2017 de este 

Consejo, deben considerarse las previsiones del capítulo III del Título V de la 
Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla y León 
(artículos 57 a 63) sobre “Registro, acreditación y autorización”.   

 
El artículo 57, relativo al “Régimen de inscripción, autorización y 

acreditación”, en su redacción original, estableció en sus dos primeros 
apartados lo siguiente:  

 
 “1. La finalidad del régimen de inscripción, autorización y 

acreditación respecto de las entidades, centros y servicios previstos en la 
presente ley es garantizar la protección de las personas destinatarias de los 
servicios y alcanzar los objetivos de política social. 

 
  »2. El interés general exige que este régimen sea aplicable 

tanto a los prestadores establecidos en España como a los prestadores de 
servicios establecidos en cualquier Estado miembro de la Unión Europea, sin 
discriminación alguna por razón de nacionalidad o lugar de ubicación del 
domicilio social.  

 
 »Conforme a lo anterior, en el ámbito de aplicación de esta ley 

no se admitirá en la Comunidad de Castilla y León ninguna inscripción, 
autorización o acreditación emitida por otra Comunidad Autónoma o por 
autoridades distintas a las establecidas en esta ley, salvo que se disponga lo 
contrario en los reglamentos que la desarrollen”.  

 
Como señaló el dictamen del Consejo de Estado nº 434/2011, de 17 

de marzo, en relación con el recurso de inconstitucionalidad contra determinado 
precepto de la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de Servicios Sociales de 
Castilla y León “El precepto cuya constitucionalidad se cuestiona se inserta 
en el artículo 57 de la Ley de Castilla y León 16/2010, que regula el régimen 
de inscripción, autorización y acreditación de las entidades, centros y servicios 
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sociales previstos en la Ley. Tras declarar dicho artículo en su apartado 1 
que la finalidad del régimen que estipula es garantizar la protección de las 
personas destinatarias de los servicios y alcanzar los objetivos de política 
social, el apartado 2 se inicia con un párrafo que afirma que el interés general 
exige que tal régimen sea aplicable tanto a los prestadores establecidos en 
España como a los prestadores de servicios establecidos en cualquier Estado 
miembro de la Unión Europea, sin discriminación alguna por razón de 
nacionalidad o ubicación del domicilio social. A continuación, el segundo 
párrafo especifica el sentido y alcance de tal afirmación, al disponer que en 
el ámbito de aplicación de la Ley no se admitirá en la Comunidad de Castilla 
y León ninguna inscripción, autorización o acreditación emitida por otra 
Comunidad Autónoma o por 24 autoridades distintas a las establecidas en la 
Ley (salvo que se disponga lo contrario en los reglamentos que la desarrollen). 
Del tenor literal de este precepto se desprende que la inscripción, autorización 
o acreditación emitida por la autoridad competente de Castilla y León es en 
todo caso requisito previo imprescindible para que un prestador de servicios 
sociales pueda establecerse o ejercer su actividad en Castilla y León. Resulta, 
así, indiferente a estos efectos el hecho de que el prestador de servicios que 
pretenda establecerse en Castilla y León o prestar allí sus servicios viniera 
realizando ya tal actividad en otra parte del territorio español o en otro Estado 
miembro de la Unión Europea puesto que necesitará, como regla general, 
volver a cumplimentar los requisitos previos enunciados para realizar su 
prestación en la Comunidad de Castilla y León. Tal exigencia resulta contraria 
a lo dispuesto en los artículos 7.3 y 12.1 de la Ley 17/2009 (…)”.  

 
En consonancia con estas conclusiones, la Resolución de 1 de agosto 

de 2011, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, por la que se 
publica el Acuerdo de la Comisión de Cooperación entre la Comunidad de 
Castilla y León y el Estado en relación con la Ley de Castilla y León 16/2010, 
de 20 de diciembre, de servicios sociales de Castilla y León, adoptó el 
siguiente Acuerdo:  

 
“1.- (…)  

 
 »a) La Junta de Castilla y León se compromete a promover la 

supresión del párrafo 2.º del apartado 2 del artículo 57 de la Ley 16/2010.  
 
 »b) Ambas partes acuerdan que el artículo 58 de la Ley 16/2010, 

de 20 de diciembre, ha de interpretarse en el sentido de que la inscripción en 
el Registro de entidades, servicios y centros del sistema de servicios sociales 
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será realizada de oficio y no tendrá carácter constitutivo para el acceso a la 
actividad.  

 
 »c) Asimismo, ambas partes acuerdan que el artículo 62 de la 

Ley 16/2010, de 20 de diciembre, ha de interpretarse a la luz de lo dispuesto 
por el artículo 10.e) de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, de modo que la 
comprobación de la existencia de medios y recursos suficientes establecida 
por el citado precepto en ningún caso versará sobre requisitos de naturaleza 
económica prohibidos expresamente por la normativa básica”.   

 
De conformidad con lo acordado en el apartado 1.a) transcrito, el 

párrafo segundo del artículo 57.2 de la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, fue 
derogado por el número 1 de la disposición derogatoria única de la Ley 
1/2012, de 28 febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras.  

 
Posteriormente, la disposición final primera del Decreto-Ley 5/2020, 

de 18 de junio, por el que se regulan las medidas extraordinarias que deben 
adoptarse en la atención social en los centros residenciales de personas 
mayores y personas con discapacidad en Castilla y León para garantizar la 
protección de usuarios y profesionales ante situaciones excepcionales de salud 
pública declaradas oficialmente, modificó el apartado 1 del artículo 57 de la 
Ley 16/2010: 

 
“La finalidad del régimen de inscripción, autorización y 

acreditación respecto de las entidades, centros y servicios previstos en la 
presente ley es garantizar la protección de las personas destinatarias de los 
servicios y alcanzar los objetivos de política social. 

 
»A tales efectos, las entidades titulares de los centros 

residenciales de atención a personas mayores y a personas con discapacidad, 
deberán reunir para su autorización aquellos requisitos que se determinen 
reglamentariamente, debiendo contar en todo caso, con un plan específico 
de contingencia, para hacer frente a situaciones extraordinarias por causa de 
salud pública”. 
 

Por otro lado, la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la 
unidad de mercado, en el Capítulo IV sobre “Garantías al libre establecimiento 
y circulación”, partiendo del principio de libre iniciativa económica, regula la 
instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad. Las autoridades 



 

 45

podrán elegir entre una comunicación, una declaración responsable o una 
autorización, en función del interés general a proteger, de los requisitos que, 
en su caso, se exijan para la salvaguarda de dicho interés general y en 
atención a la naturaleza de la actividad y de si el medio de intervención se 
dirige a la propia actividad o a la infraestructura física. La autorización es el 
medio de intervención que más limita el acceso a una actividad económica y 
su ejercicio. Por ello, desde la perspectiva de los operadores económicos, se 
consideran motivos que habilitan para exigir autorización administrativa, la 
existencia de razones de seguridad pública, salud pública, protección del 
medio ambiente en el lugar concreto donde se realiza la actividad y el orden 
público, dentro del cual se incluyen, entre otras, la prudencia y la garantía de 
la estabilidad financiera. Pero aunque exista alguno de esos motivos, siempre 
deberá valorarse que la exigencia de, o bien una declaración responsable o 
bien una comunicación, no sea suficiente para garantizar el objetivo perseguido, 
de acuerdo con el principio de proporcionalidad.  

 
El artículo 17 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, (modificado por el 

apartado once del artículo 6 de la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de 
creación y crecimiento de empresas) sobre instrumentación del principio de 
necesidad y proporcionalidad para la exigencia de una autorización, debe 
entenderse sin perjuicio del principio de eficacia de las actuaciones de las 
autoridades competentes en todo el territorio nacional regulado en el 
capítulo V de la misma ley. Así, una vez que los operadores han obtenido 
una autorización o presentado una declaración responsable o comunicación 
para acceder a una actividad o incluso si han accedido a la misma sin 
necesidad de realizar ningún trámite previo, ésta podrá ser ejercida en todo 
el territorio nacional, sin que quepa, por ejemplo, la exigencia de una nueva 
autorización, declaración responsable o comunicación excepto para 
determinadas actuaciones para las que se limita este principio de eficacia 
nacional y entre las que se encuentran las autorizaciones, declaraciones 
responsables o comunicaciones vinculadas a una concreta instalación o 
infraestructura física, supuesto para el que se establece que, no obstante, 
cuando el operador esté legalmente establecido en otro lugar del territorio, 
las autorizaciones o declaraciones responsables no podrán contemplar 
requisitos que no estén ligados específicamente a la instalación o 
infraestructura (artículo 20.4).  

 
Por otro lado, deberá justificarse, además, el establecimiento por la 

regulación proyectada de unos mecanismos de intervención administrativa 
parcialmente distintos de los previstos en la Ley 16/2010, de 20 de diciembre. 



 

 46

 
En este sentido, el vigente artículo 62.2 de la Ley 16/2010, de 20 de 

diciembre, previene que “Están sujetos a autorización administrativa la 
creación, modificación, traslado, cambio de titularidad y cese de las 
actividades de los centros del sistema de servicios sociales”.  

 
El artículo 38 del anteproyecto proyectado establece que “Requerirán 

comunicación previa a la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León, 
los siguientes actos:  

 
“a) El cambio de titularidad del centro.  
 
»b) El cese de un servicio o actividad, incluido en el plan general 

del centro. 
 
»c) El cierre temporal o definitivo de un centro.  
 
»d) Cualquier otra modificación de la autorización que no esté 

prevista en el artículo precedente”.  
 
Por tanto, resulta acreditado que la Ley 16/2010, de 20 de diciembre 

exige autorización administrativa para el cambio de titularidad y para el cese 
de las actividades de los centros del sistema de servicios sociales. Sin 
embargo, el mencionado artículo 38 del anteproyecto requiere comunicación 
previa a la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León para el cambio 
de titularidad de los centros, para el cese de un servicio o actividad incluida 
en el plan general del centro y para el cierre temporal o definitivo de los 
mismos. Esto supone que se excepciona para estos actos la autorización 
requerida con carácter general en la citada Ley 16/2010, de 20 de diciembre, 
es decir, se requiere una comunicación previa en lugar de la correspondiente 
autorización para estos actos. 

 
La memoria establece (página 578) que “es preciso justificar que 

concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para establecer la 
exigencia de autorización en los casos de apertura y puesta en funcionamiento 
de un centro, traslado de los usuarios, modificación sustancial de las 
instalaciones, tipología o naturaleza de los servicios que se prestan o del 
número de plazas, reduciendo así a lo estrictamente necesario los actos que 
se someten al régimen de autorización administrativa previa”. Añade que “En 
cuanto al principio de proporcionalidad, el régimen de autorización 



 

 47

establecido constituye el instrumento más adecuado para garantizar la 
consecución de dichos objetivos, ya que se considera que no existen 
medidas menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado, toda 
vez que, articular un sistema de comunicación y control a posteriori resultaría 
insuficiente para garantizar la salud y seguridad de las personas mayores 
usuarias de los centros, y podría determinar que el control a posteriori 
tuviera lugar cuando el perjuicio ya se hubiere producido, resultando, en 
muchos casos, irreversible dada la vulnerabilidad de estas personas. 
Adicionalmente, si se permitiera la apertura y puesta en funcionamiento de 
este tipo de centros o se llevaran a cabo los cambios citados, sin la 
necesidad de autorización administrativa, un eventual cierre del centro por 
incumplimientos detectados como consecuencia del control a posteriori 
generaría importantes perjuicios, no ya sólo al titular, sino también a las 
personas mayores usuarias que tengan en el centro en cuestión su lugar 
habitual de residencia o de estancia”. 

 
Finalmente, la memoria justifica la exigencia de comunicación previa y 

no autorización para determinados actos en los siguientes términos “respecto 
aquellas otras situaciones que pueden producirse durante el funcionamiento 
de un centro, como pudieran ser: el cambio de titularidad, el cese de un 
servicio o actividad o el cierre temporal o definitivo se considera proporcional 
exigir una comunicación previa al órgano competente, prevista también 
como un medio de intervención administrativa en la Ley 20/2013, de 9 de 
diciembre. En estos casos, concurren las razones imperiosas de interés 
general ya expuestas por las que la Administración Autonómica precisa 
conocer quién ostenta la titularidad de los centros, el número de estos y los 
servicios que en ellos se prestan. La comunicación previa frente al régimen 
de autorización previa supone una reducción de las trabas administrativas 
para los operadores económicos del sector, lo que se alinea con los principios 
de calidad normativa que se imponen a la normativa comunitaria, nacional y 
autonómica. En este último ámbito, los medios de intervención administrativa 
señalados, la autorización y la comunicación son empleados en la normativa 
de alguna otras Comunidades Autónomas en esta materia y en iguales 
términos”. 

 
La justificación que se ofrece para modificar el régimen establecido en 

el artículo 62.2 de la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, se centra en el 
principio de proporcionalidad, en razones imperiosas de interés general y en 
la ausencia de trabas administrativas.  
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Ahora bien, este Consejo tiene serias dudas si, en los supuestos de 
cese de los servicios o actividades incluidas en el plan general y en los de 
cierre temporal o definitivo de los centros, sería más adecuado acudir al 
régimen de autorización en lugar de requerir una comunicación previa. 

 
El cese actividades incluidas en el plan general y el cierre temporal o 

definitivo de los centros puede generar importantes perjuicios a los usuarios. 
Por ello, el régimen de comunicación no sería suficiente para prevenirlos y un 
hipotético control a posteriori tendría lugar cuando los daños ya se han 
causado, muchos de los cuales serían irreversibles dada la vulnerabilidad de 
estas personas.  

 
Finalmente, el artículo 38 del anteproyecto no tipifica como infracción 

la falta de comunicación de los actos de cambio de titularidad de los centros, 
de cese de un servicio o actividad incluida en el plan general del centro y de 
cierre temporal o definitivo de los mismos ni impone sanción en caso de 
incumplimiento. Sin embargo, el artículo 116, letras b) y c) de la expresada 
Ley 16/2010, de 20 de diciembre, tipifica como infracción grave:  

 
“b) Proceder a la apertura, puesta en funcionamiento, cierre o 

cese definitivo o temporal de las actividades, traslado, modificación de la 
capacidad, tipología, características y condiciones de un centro, servicio o 
establecimiento de carácter social sin haber obtenido la preceptiva 
autorización administrativa, (…).  

 
»c) Realizar el cambio de titularidad de un centro de carácter 

social sin autorización administrativa”.  
 
En términos similares, el artículo 117.b) de la Ley 16/2010 tipifica el 

primer supuesto como infracción muy grave: “Proceder a la apertura, la 
puesta en funcionamiento, el cierre o el cese definitivo o temporal de las 
actividades, el traslado, o la modificación de la capacidad, la tipología, las 
características y las condiciones de un centro, servicio o establecimiento de 
carácter social, sin haber obtenido la preceptiva autorización administrativa, 
incluida la admisión de usuarios que no respondan a la tipología para la que 
fue autorizado el centro, conforme se determine por la normativa 
reguladora” 

 
Por otro lado, el artículo 120 de la Ley 16/2010 fija las sanciones 

principales:  
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“1. Las infracciones tipificadas en los artículos anteriores se sancionarán 

de la forma siguiente: 
 
»a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa de 300 

euros a 3.000 euros o con ambas sanciones. 
 
»b) Las infracciones graves, con multa de 3.001 euros a 30.000 

euros. 
 
»c) Las infracciones muy graves, con multa de 30.001 euros a 

300.000 euros. 
 

»2. Las sanciones firmes impuestas por infracción muy grave se 
publicarán en el «Boletín Oficial de Castilla y León» mediante reseña de los 
hechos cometidos, del infractor y de la sanción impuesta. 

 
»3. La sanción de las infracciones muy graves conllevará la pérdida de 

la acreditación del centro o servicio por parte de la Administración de la 
Comunidad, en los casos que proceda, así como la rescisión de los conciertos 
que pudieran existir con la entidad titular o gestora”. 
 

Esta circunstancia supone un problema ya que, se tipifica en la citada 
Ley 16/2010, de 20 de diciembre como infracción grave -y muy grave en el 
supuesto del artículo 117.b)- la falta de autorización administrativa preceptiva 
para el cierre o cese definitivo o temporal de las actividades del centro y para 
el cambio de titularidad de un centro de carácter social. Sin embargo, el 
texto del anteproyecto no tipifica como infracción la falta de comunicación 
previa a la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León de estos actos ni 
impone sanción en caso de incumplimiento.  

 
Por lo expuesto, es necesario que se regulen en el anteproyecto estos 

extremos o que se modifiquen los citados artículos 116 y 117 de la Ley 
16/2010, de 20 de diciembre en las disposiciones finales. 

  
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo. 
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Para concluir, sería conveniente que se regule en este anteproyecto el 
procedimiento de autorización de los centros e inscripción de los servicios y 
no establecerse un posterior desarrollo reglamentario en el artículo 37.5. 

 
Artículo 40. Calidad en los centros de carácter residencial y 

centros de día para cuidados de larga duración.  
 
El apartado ocho de este artículo establece “Mediante Resolución del 

Gerente de Servicios Sociales se fijará la puntación mínima que deben obtener 
los servicios prestados en los centros para poder acceder a la concertación o 
a la prórroga de la misma.  

 
»La puntuación que se fije como mínima para la acción 

concertada será asimismo objetivo de calidad mínimo para los centros de 
titularidad pública. Cuando la evaluación de un servicio de titularidad pública 
no alcance esta puntuación mínima deberá establecerse un plan de mejora 
aprobado por el titular del centro público con todas las medidas necesarias 
para corregir las deficiencias que se hayan evidenciado.  

 
»El plan de mejora fijará el plazo de implantación que no podrá 

ser superior a un año. Asimismo, los centros privados podrán implementar un 
plan de mejora y podrán ser de nuevo evaluados, cuando haya transcurrido 
el plazo de implantación. Este nuevo informe de evaluación no se realizará 
antes de seis meses desde la fecha del informe anterior publicado”. 
 

El informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos establece que “el 
apartado 8 resulta ajeno a este precepto debiendo ocuparse de este, en su 
caso, la normativa reguladora de la denominada concertación de plazas en 
centros residenciales y de día”. Este Consejo comparte esta observación y 
considera que, el hecho de que el ámbito de aplicación de este anteproyecto 
se circunscriba a los centros de carácter residencial y centros de día de servicios 
sociales para cuidados de larga duración, no permite que no se observe la 
normativa establecida en Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de Servicios 
Sociales de Castilla y León (artículos 89 y ss.), que se aplica a los servicios 
sociales que presten las Administraciones públicas de Castilla y León, su 
sector público, así como las personas físicas o jurídicas de carácter privado 
en el territorio de esta Comunidad.  

 
Esta observación también es aplicable al artículo 42 del anteproyecto 

relativo a la concertación de plazas en centros de servicios sociales para 
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cuidados de larga duración. Las previsiones de este artículo modifican el 
régimen establecido en los citados artículos 89 y siguientes de la Ley 16/2010, 
de 20 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla y León. Por ello, tal y 
como señala el informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos, la modificación 
“ha de hacerse expresamente en una disposición final”. 
 

Disposiciones adicionales. 
 
Primera. Características arquitectónicas básicas de los centros 

autorizados antes de la entrada en vigor de la ley. 
 
Tal y como se hizo constar en el comentario al artículo 1.2 de este 

anteproyecto, tras la aparente sencillez de la definición de su ámbito de 
aplicación se esconde un complejo sistema, tras cuyo análisis cabría afirmar 
que el régimen verdaderamente singular no es el recogido en el régimen 
adicional y transitorio del proyecto sino, de forma atípica, en su articulado. 

 
Disposiciones finales. 
 
Primera. Modificación de la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, 

de Servicios Sociales de Castilla y León. 
 
Esta disposición final primera prevé la modificación del artículo 111 de 

la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de Servicios Sociales de Castilla y León, 
relativo a la “aportación económica de la persona usuaria”. 

 
En primer lugar, no se justifican suficientemente ni en la exposición de 

motivos ni en la memoria que acompaña al anteproyecto las razones que 
motivan esta modificación. 

 
Las modificaciones que se introducen son básicamente tres: 
 

1) En el apartado tercero se añade al primer párrafo “A estos 
efectos, las prestaciones que la persona usuaria causa en favor de otra, 
destinadas a su atención o a compensar las cargas derivadas de su 
discapacidad o situación de dependencia, tales como las prestaciones por 
hijo o menor a cargo, del sistema de la Seguridad Social o de regímenes 
mutualistas, se considerarán prestaciones propias de la persona causante y 
computarán en la determinación de su capacidad económica y para la 
aportación que deba realizar”. No se especifican los motivos por los que 
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estas prestaciones se consideran propias de la persona causante -y no de la 
persona en favor de la que se causa- y se computan en su capacidad 
económica.  
 
  Además, se elimina el segundo párrafo del apartado tercero 
redactado por el número dos de la disposición final segunda de Ley 10/2019, 
de 3 de abril, por la que se promueve la adopción en el ámbito público y 
privado de medidas dirigidas a la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral y a la eliminación de la brecha salarial de género en Castilla y León: 
“En el caso de las personas refugiadas o asiladas en Castilla y León y demás 
destinatarios de prestaciones en quienes concurra la circunstancia prevista 
en el apartado segundo del artículo 22 de esta ley, dentro de su capacidad 
económica, cuando sean usuarios de los servicios sociales de responsabilidad 
pública, se computarán todas las prestaciones destinadas a su atención”. No 
se señalan los motivos por los que se suprime este párrafo. 
 

2) Se elimina el apartado quinto del artículo 111 de la Ley 
16/2010, de 20 de diciembre, que establece: “La capacidad económica (de) 
la persona usuaria se tendrá en cuenta en la determinación de la cuantía de 
las prestaciones”. No se especifican las razones de esta supresión. 
 

3) Se añade al apartado séptimo del citado artículo 111 de Ley 
16/2010, de 20 de diciembre, “En ausencia de un único porcentaje de 
revalorización general, se tendrá en cuenta el porcentaje de revalorización de 
las pensiones contributivas mínimas”. Tampoco se explican los motivos por 
los que se introduce este criterio. 
 
 Esta observación (falta de motivación) también es aplicable a la 
disposición final segunda que modifica a la letra a) del apartado 1 del artículo 
31 de la Ley 5/2003, de 3 de abril, de atención y protección a las personas 
mayores de Castilla y León. 
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III  
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa:  
 
Una vez que se complete la tramitación del proyecto en los términos 

señalados en la consideración jurídica 2ª del dictamen; atendidas las 
observaciones efectuadas a los artículos 1, 13 y 24 y al capítulo VI, sin lo 
cual no resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León”; y consideradas las 
restantes, podrá elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el 
anteproyecto de ley reguladora del modelo de atención en los centros de 
carácter residencial y centros de día de Servicios Sociales para cuidados de 
larga duración en Castilla y León.  

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


